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INTRODUCCIÓN 
En el Código actualmente vigente se utilizan muchos vocablos que 
evocan una idea de control por parte de la autoridad competente. Este 
control, que adopta diversas formas, en el momento histórico presente, 
lejos de significar un menoscabo sistemático de la legítima libertad 
-como han pretendido algunos-, es medio para salvaguardar la unidad de 
la Iglesia y para velar por el bien común; garantía, en último término, de 
la comunión eclesial en el ejercicio de la función administrativa. 
Según que la relación entre sujetos dentro de la Administración 
pública adopte una forma jerárquica o un régimen de descentralización, 
de resultas de la mayor o menor autonomía de unos sujetos respecto a 
otros, el control será jerárquico o de tutela. No obstante, hay que tener 
presente que las distintas manifestaciones de control administrativo 
reciben nombres iguales, tanto si se desarrollan en el seno de una 
relación jerárquica como si se dan dentro de una relación de tutela entre 
entes descentralizados. 
De entre los distintos tipos de control que se recogen en el Código, 
nos hemos propuesto estudiar los llamados actos de control preventivos 
y sucesivos. Entre los preventivos -necesarios para la validez del acto-, 
trataremos de las licencias y de otros controles previstos en el c. 127: 
consentimiento e informes. Por lo que se refiere a los sucesivos -sin los 
cuales el acto no alcanza la eficacia jurídica que pretende-, nos 
ocuparemos de las aprobaciones, la recognitio, y las confirmaciones. 
Se trata de un trabajo con pocas fuentes doctrinales de apoyo -es 
escasa la bibliografía canónica directa sobre estas cuestiones- y no 
exento de dificultades, de las cuales no es la menor la falta de sistemática 
que se observa en el campo de los controles administrativos e incluso 
dentro de cada instituto de control. A ello se añade la multiplicidad de 
significados que el ordenamiento asigna a los términos que emplea en la 
materia que estudiamos. En efecto, no siempre que se usan determinadas 
expresiones se están refiriendo a una actividad de control por parte de la 
autoridad ejecutiva, por lo que es necesario delimitar con precisión 
cuándo las palabras usadas responden efectivamente a esta idea. En 
ocasiones se utilizan los términos con notable imprecisión técnica, como 
cuando se habla de facultad para oír confesiones; y otras veces aparecen 
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ejerciendo la función de control sujetos que no gozan de potestad 
ejecutiva. Abordaremos todas estas cuestiones al hilo de la exposición en 
las páginas que siguen. 
I . CONTROLES PREVENTIVOS 
A. Las licencias 
1. Variedad de significados 
a) Las licencias en el derecho secular 
La licencia otorga al sujeto la posibilidad de ejercicio de una 
determinada actividad, de tal manera que la falta de ella haría que ese 
ejercicio de actividad fuera ilícito1. 
Es frecuente la identificación de los conceptos licencia y autoriza-
ción, entendidos ambos como actos a través de los cuales la Adminis-
tración Pública confiere al sujeto autorizado la facultad de ejercitar un 
poder o un derecho que preexiste a la autorización, pero que no se puede 
ejercitar si antes la autoridad competente no lo permite. Y la autoridad, 
antes de proceder a la concesión de la oportuna licencia, constata que «vi 
sono motivi che giustificano tale esercizio, o al meno non vi sono motivi 
contrari»2. 
No hay unanimidad en la doctrina a la hora de delimitar con preci-
sión qué tipo de actos caen bajo el radio de acción de la licencia3. 
Habitualmente los términos autorización, licencia, permiso, nihil obstat, 
se usan indistintamente y esto es, precisamente, la causa de la confusión 
que reina en la doctrina. 
Este uso indistinto de los términos ha llevado a algunos autores a 
1 . Cfr. LANDI, G., Licenza, en «Enciclopedia del Diritto», voi. XXIV, Varese 1974 , 
p . 635 . 
2 . Ìbidem, p. 636. 
3 . Algunos autores no dudan en colocarla entre los procedimientos autorizativos, 
como es el caso de GIANNINI. Otros autores, dado que la categoría de las autorizaciones es 
vastísima, tienden a articularlas en grupos algo menores y más homogéneos, utilizando el 
término licencia para designar alguno de esos grupos. Por ejemplo, DONATI las llama 
autorizaciones discrecionales. Otro sector reserva el nombre de licencia para referirse a 
aquel grupo de autorizaciones que inciden en los derechos subjetivos de los particulares. 
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equiparar los diversos conceptos, y a dar a todos ellos el mismo trata-
miento; así, por ejemplo, refiriéndose al ordenamiento español, ha 
escrito un autor: «No existe base en nuestro ordenamiento jurídico para 
entender que con los términos autorización, permiso y licencia se está 
aludiendo a diversas realidades jurídicas. Todas ellas representan el 
mismo tipo de actos jurídicos y son objeto, en consecuencia, de idéntica 
reglamentación»4. 
Pensamos, sin embargo, que autorización y permiso son dos 
especies distintas de licencia, y la diferenciación reside precisamente en 
el ámbito del derecho sobre el que inciden: las autorizaciones afectan al 
derecho público, mientras que los permisos pertenecen al derecho pri-
vado. Ambos tipos de actos -autorizaciones y permisos- son, en cuanto a 
su género, licencias, pero observadas desde una óptica diferente; por eso 
tendrán unas consecuencias jurídicas distintas5. 
La licencia no crea un derecho ex novo, sino que controla el ejer-
cicio de los derechos que existen precedentemente: concedida la licencia, 
hace sugir en el sujeto la posibilidad del ejercicio de ese derecho, posi-
bilidad de la que antes se veía privado6. 
Partiendo de lo que hemos visto hasta aquí, podemos aventurarnos a 
ofrecer la siguiente definición de licencia: «declaración jurídica que 
reconoce que concurren en el solicitante las condiciones exigibles 
legalmente para ejercitar el derecho que la licencia pretende»7. 
La licencia como declaración jurídica, manifestación de voluntad 
dada por quien goza de potestad administrativa, es un acto adminis-
trativo, que goza de las peculiaridades y características de esos actos. 
Así, con más precisión, la licencia sería «una declaración unilateral de 
4 . ENTRENA CUESTA, R., Las licencias en la Administración local, en «Revista de 
estudios de la vida local», X V I I I (1959) , p. 642 . 
5 . Cfr. LÓPEZ ALARCON, M., Licencia canónica, en «Nueva Enciclopedia jurídica», 
Barcelona 1974 , p. 5 8 6 . 
6 . «La licencia no crea un derecho, sino que controla el ejercicio de los que existen, 
para velar por los intereses públicos, sin perjuicio de que, una vez concedida la licencia, 
este acto de concesión haga surgir unos derechos de naturaleza administrativa» [sentencia 
del Tribunal Supremo del 3 0 . V . 7 2 , en Aranzadi, Repertorio de Jurisprudencia X X X I X 
( 1 9 7 2 ) p. 3 1 0 3 ] . 
7 . PELLISE, B., Licencia administrativa, en «Nueva Enciclopedia jurídica», vol. X V , 
Barcelona 1974 , p. 5 7 9 . 
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voluntad emanada de persona capacitada para ello y que la ley establece 
como requisito previo de legitimidad de un acto realizado por otra 
persona»8. 
b) Las licencias en el Derecho Canónico 
La terminología utilizada en el Derecho Canónico no es tampoco 
uniforme, como hemos hecho notar en el caso del derecho secular. 
También en el Derecho Canónico con la misma palabra se hace referencia 
a realidades muy diversas. 
En el Código de 1917 el término licencia presentaba ya esta ambi-
güedad de significados; e incluso otros términos diferentes podían recon-
ducirse al de licencia, como era el caso de venia, permiso, beneplácito; y 
también, en algunas ocasiones, los conceptos de potestas y facultas se 
utilizaban en el sentido de licencia9. 
Esta falta de unidad terminológica se aprecia también, como vere-
mos en seguida, en el Código actualmente vigente, que en muchas 
cuestiones es heredero del Código Pío-Benedictino. En efecto, en el 
Código del 83 el término licencia se emplea en varios sentidos: como 
autorización, como permiso o remoción de una prohibición general y 
como una concesión hecha por parte de la autoridad; y, a veces, se 
identifica con un tipo determinado de facultades. 
En lo que no hay ninguna duda es en la afirmación de que la licencia 
canónica es un acto administrativo de control, del cual se sirve la 
autoridad para la defensa del bien público de la Iglesia, y por el que «se 
establecen ciertas limitaciones al ejercicio de poderes y derechos canó-
nicos que la autoridad controladora puede discrecionalmente remover 
8. LOPEZ ALARCON, M. , Licencia..., cit., p. 586. 
9. «Andere mit licentia gleichbedeutende Ausdrücke sind venia (cc. 120 §§ 2, 3, 307 § 
1, 691 § 4, 849 § 1), permissio (cc. 497 § 2, 1053. 1105, 1194, 2115 § 2, 2137 § 2), 
permissus (c. 1281 § 1) und beneplacitum (Sedis Apostolicae, apostolicum, cc. 497 § 1, 
498, 1541 § 2 n. 1). Ferner werden in der Bedeutung Erlaubnis facultas (cc. 1403 § 1, 1859) 
und potestas (cc. 1393 § 3, 1403 § 1) gebraucht. Für den unterschiedlichen Wortgebrauch 
ist besonders charakteristisch c. 497, in dem consensus ( § 1 ) die Zustimmung einer 
nebengeordneten Stelle bedeutet und für die Erlaubnis licentia (§ 3), venia (§ 1), permissio 
(§ 2) und beneplacitum (§ 1) verwendet werden». (MÖRSDORF, K., Die Rechtssprache des 
Codex Iuris Canonici, Paderborn 1967, pp. 88-89). 
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una vez examinado el caso y comprobada su inocuidad en orden al bien 
público de la Iglesia»10. 
1 2 Elementos de la licencia canónica 
La licencia canónica cuenta con unos elementos y unas particula-
ridades propias, que conviene tener en cuenta. 
- Sujetos. La licencia manifiesta una relación entre dos sujetos, 
que no tiene por qué ser exclusivamente jerárquica, ya que puede darse 
entre sujetos descentralizados como es el caso, por ejemplo, de la 
relación entre los titulares del gobierno central de la Iglesia y los del 
gobierno diocesano. 
Se distinguen el sujeto activo, aquel que goza de la potestad admi-
nistrativa para conceder la licencia, y el sujeto pasivo, el beneficiario del 
otorgamiento. Sujeto pasivo de las licencias «pueden ser todos aquellos 
a quienes expresamente no les esté prohibido (...) tanto a personas indi-
viduales como a entes morales. Las licencias a sujetos individuales ofre-
cen variedad de modalidades y casi siempre tienen naturaleza extrapatri-
monial, mientras que las licencias a personas morales se relacionan con 
cuestiones de índole patrimonial. Las licencias a órganos o autoridades 
inferiores constituyen una manifestación del ejercicio de la potestad 
administrativa de control en el gobierno de los asuntos eclesiásticos»11. 
- Objeto y contenido. Las licencias se conceden tanto para actos de 
naturaleza jurídica como para actos meramente materiales, como por 
ejemplo la edición de un determinado libro. 
El contenido de la licencia puede ser muy variado; y el acto mediante 
el cual se concede puede limitarse a la estricta concesión, o puede 
alcanzar un mayor grado de complejidad, si se añade también alguna 
determinación accesoria: una condición, plazo o modo 1 2. 
- Causa. La causa de los actos administrativos canónicos -y, por 
tanto, también de la licencia- se concreta en último término en un interés 
general en razón de la salus animarum, necessitas vel utilitas Ecclesiae, 
1 0 . LÓPEZ ALARCON, M., Licencia..., cit., p. 5 8 8 . 
1 1 . Ibidem, p. 5 9 1 . 
1 2 . Cfr. MALDONADO, J., Curso de Derecho Canónico para juristas civiles, Madrid 
1967 , p. 1 4 1 . 
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bonum commune, bonum publicum. Este bonum publicum es el ele-
mento informador de la actividad de todos los órganos eclesiásticos, y se 
realiza siempre a través de una serie de intereses concretos13. 
En este marco, con la licencia canónica «se controla la conformación 
de los actos al bien público de la Iglesia, de tal manera que puede 
afirmarse que su razón de ser es precisamente la tutela de la causa de los 
actos canónicos»14. 
-Procedimiento. No existen sobre el particular normas especiales. 
Lo habitual es que el procedimiento se sujete a las formalidades del 
rescripto -cfr. c. 59 § 2-, ya que es el vehículo más adecuado para la 
emisión de este tipo de actos administrativos. La respuesta podrá adoptar 
una forma escrita, oral o presunta -cfr. ce. 1304 § 1, 684 § 5, 930 § 1, 
886 § 2, 969 § 1-, pero en ningún caso se admite el silencio adminis-
trativo como procedimiento de concesión15. 
2- Efectos de la licencia canónica 
Nos encontramos en primer lugar con la consecuencia positiva de la 
licencia, es decir, la legitimación de un acto de naturaleza jurídica o de un 
acto material, mediante la remoción del obstáculo impuesto por el 
ordenamiento jurídico, que impedía el libre ejercicio de un derecho o de 
un poder que preexistía en el sujeto. 
13. Sobre la incidencia del interés público en la ejecución del acto administrativo cfr. 
LABANDEIRA, E., Tratado de Derecho administrativo canónico. Pamplona 1988, pp. 
521-524. 
14. LÓPEZ ALARCON, M., Licencia..., cit., p. 591. 
15. En la disciplina actualmente vigente la Administración tiene la obligación y la 
responsabilidad de proveer a las peticiones que en forma debida se le dirijan. Así se indica e 
el canon 57 § 1: «Quoties lex iubeat decretum ferri vel ab eo, cuius interest, petitio vel 
recursus ad decretum obtinendum legitime proponatur, auctoritas competens intra tres 
menses a recepta petitione vel recursu provideat, nisi alius terminus lege praescribatur». 
Pudiera ocurrir que el plazo transcurriera sin la respuesta debida como se indica en el § 2 
del mismo canon: «Hoc termino transacto, si decretum nondum datum fuerit, responsum 
praesumitur negativum, ad propositionem ulterioris recursus quod attinet». Y al respecto 
comenta LABANDEIRA: «Es decir, el silencio de la Administración se hace equivalente a un 
acto denegatorio de lo que se pide, en el caso de petición o recurso. Más difícil sería 
precisar qué se entiende por respuesta negativa cuando se trata de la negligencia en la 
emisión de un acto de oficio ordenada por la ley» (LABANDEIRA, E., Tratado..., cit., pp. 
599-600). Ahora bien y según se desprende del c. 57 § 3, la presunción de respuesta 
negativa no exime de la obligación de proveer. 
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Veamos la consecuencia negativa, esto es, los efectos cuando los 
actos jurídicos o materiales se realizan sin la debida licencia, bien porque 
ha sido denegada o, simplemente, porque no ha sido solicitada. 
En el caso de los actos materiales la falta de la licencia «sólo puede 
dar lugar a una situación de ilicitud que tendrá precisada una sanción 
penal o la determinará el superior legítimo (...). En algún supuesto la 
ilicitud viene expresamente declarada; en otros la figura delictiva está 
tipificada (,..)»1 6. Un apoyo a esta afirmación lo brindan, por ejemplo, 
los cánones 487 § 1, 1226, 1377, etc. 
Respecto al caso de que se tratare de un acto jurídico, la falta de 
licencia comporta diversos efectos y, aunque no puede someterse a una 
regla fija, quizá es aplicable como regla general el c. 124, es decir, se 
considerará que el acto es inválido; lo demás serían excepciones. Según 
esto la solución normal sería declarar nulo ese acto por faltarle la solem-
nidad de la licencia, aunque sea subsanable posteriormente. Esta es la 
solución más frecuente pero no la única, ya que el acto jurídico realizado 
sin la debida licencia, puede ser declarado válido17. 
3 S Diferencias de la licencia con otro tipo de actos 
- En primer lugar la licencia se diferencia de la dispensa. Mientras 
la licencia esfacta secundum legem, o sea, una autorización para cumplir 
la ley; la dispensa es contra legem, vel vulnus legis, es decir, la posibi-
lidad otorgada a una persona o a un grupo determinado de personas de 
eximirse del cumplimiento de una ley concreta. 
- Licencia y facultad, entendida en sentido estricto, son también 
términos diferentes: «Una facultad es concedida por el superior o titular 
de ella cuando su potestad la atribuye a otro para que éste pueda actuar 
válida y lícitamente dentro de los límites de la atribución, incluso para 
conceder licencias (...). La facultad enriquece la competencia o la 
1 6 . LÓPEZ ALARCON, M. , Licencia..., cit., p. 5 9 3 . 
1 7 . Sobre esta cuestión LÓPEZ ALARCON, M., Licencia..., cit., pp. 5 9 3 - 5 9 4 , recoge 
las opiniones de Pirhing, Schmalzgrueber, Reiffenstuel, Forchielli, Olis Robleda, Del 
Giudice, De Bernardis y Olivero. 
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capacidad del favorecido por ella; la licencia se limita a posibilitar la 
eficacia de un acto válidamente constituido»18. 
- Licencia es algo distinto de la aprobación. La licencia concierne al 
ejercicio de un derecho que preexiste en el sujeto y gracias a ella se 
remueve el obstáculo que impedía su ejercicio. Es, por tanto, anterior. 
La aprobación, en cambio, es sucesiva al acto que se aprueba. 
Entre estos dos conceptos se puede establecer otra diferencia que 
afecta a la extensión: la aprobación se refiere exclusivamente a los actos 
jurídicos, mientras que la licencia puede afectar también a los actos 
materiales. Además, la aprobación abarca solamente los actos de entes u 
oficios públicos, y la licencia puede comprender asimismo los de los 
privados. 
4S Tipos de licencias19 
Licencias que autorizan el ejercicio de poderes y las que se refieren 
al ejercicio de derechos. De las que autorizan el ejercicio de poderes se 
sirve la autoridad competente para controlar la actividad oficial de los 
órganos o los sujetos que poseen algún tipo de funciones eclesiásticas o 
que manejan intereses que afectan a la Iglesia (cfr. ce. 862, 886,1291 y 
ss, etc.). 
Las licencias que se refieren al ejercicio de derechos se otorgan a los 
subditos atendiendo a la utilitas Ecclesiae: ce. 1265, 824-832, etc. En los 
cánones 824-832 parece distinguirse entre licencia y aprobación20. 
Licencias para actos materiales (ce. 285,286) o para actos jurídicos 
(cfr. los cánones que hacen referencia a la enajenación de bienes). 
Licencias cuya ausencia acarrea, en caso de contravención, efectos 
sancionatorios sobre las personas (c. 1377: quien enajena bienes 
eclesiásticos sin licencia debe ser castigado con una pena justa; es una 
1 8 . LÓPEZ ALARCON, M. , Licencia..., cit., p. 5 8 7 . 
1 9 . La clasificación que brevemente recogemos a continuación de LÓPEZ ALARCON M., 
Licencia..., cit., pp. 5 8 9 - 5 9 0 , ilustra claramente sobre la variedad de significados que 
puede otorgarse al mismo término. 
2 0 . En estos cánones no se diferencian dos clases autónomas de control. El término 
aprobación no se utiliza aquí como un acto por el cual la autoridad administrativa vigila la 
actividad del inferior o del tutelado, sino que se trata, más bien, de un juicio sobre el 
contenido del libro. 
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pena preceptiva e indeterminada); o con efectos sancionatorios sobre los 
actos, como el recogido en el c. 1296 sobre los que enajenan bienes 
eclesiásticos sin las debidas solemnidades. 
Ucencias escritas y orales. La licencia deberá concederse en forma 
escrita cuando así lo establezca el propio Código. Por ejemplo, así se 
establece en el c. 1288: los administradores, en nombre de una persona 
jurídica pública no deben ni iniciar un juicio ni responder una demanda si 
antes no obtienen la licencia escrita del Ordinario. 
En los casos en los que no se exija esta forma de proceder basta que 
la concesión de la licencia sea ore tenus, aunque para la seguridad 
jurídica es muy conveniente la forma escrita. 
Licencia concedida en forma expresa o presunta. Lo habitual es la 
licencia expresa, y la presunta se justifica porque «satis esse censetur ut 
dependenter a Superiore agas: quae dependentia servatur si, secundum 
prudentem mentís aestimationem, Superior rem concessurus sit nec 
repugnet quin, attentis adiuntis, licentiae petitio omittatur»2i. De todas 
formas en los casos de urgente necesidad y cuando lo requiera la sal-
vación de un alma, se ha de tener por presunta la licencia, recogiendo así 
lo que por propia ley establecía el canon 741 del Codex del 17: «Ubi 
necessitas urgeat, legitime praesumitur», y en el del 83 se enuncia, aún 
de forma más general, en el último canon, el 1752: «(...) et prae oculis 
habita salute animarum, quae in Ecclesia suprema semper lex esse 
debet». 
Licencia tempestiva y licencia tardía o sanatoria. Se da la última 
cuando es emitida una vez realizado el acto, y son sus efectos 
retroactivos y convalidantes, es decir, se trata de la sanación de un acto 
nulo. Puede confundirse con la aprobación, pues ambas se producen una 
vez ejecutado el acto. No hay que perder de vista en este caso, que si el 
acto es consecuencia de la existencia de un derecho en el sujeto, pero 
ejercido sin la correspondiente licencia, estamos ante un caso de licencia 
tardía o sanatoria. 
Toda la problemática planteada en tomo a esta cuestión de la licencia 
tardía «debe solucionarse teniendo en cuenta los intereses prácticos de 
2 1 . VERMEERSCH, A.-CREUSEN, J., Epitome luris Canonici, Michliniae-Romae 1963, 
p. 197. 
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conservación de los actos jurídicos y promoción de los derechos sobre 
los puramente dogmáticos, que ha constituido una constante de la 
jurisprudencia canónica. El interés general y el de los propios entes o 
individuos en orden al fin último de la salus animarum, las voluntades 
concordes del autorizante y del autorizado para dar eficacia retroactiva al 
acto formalmente defectuoso y no tachado de nulidad expresamente por 
la ley, el respeto a tercero, todos estos factores pueden y deben 
conjugarse para dar eficacia retroactiva a la autorización»22. 
2. Las licencias en el Código de 1983 
Con las características de la licencia canónica que acabamos de 
delinear, vamos a centrar nuestro estudio en el Código actual, para ver 
cuáles son los varios significados que se otorga al término licencia en la 
disciplina vigente. 
a) La Ucencia-permiso 
Se suele denominar con el nombre de licencia al permiso que la 
autoridad competente concede a los particulares, o a los subordinados 
jerárquicamente para actuar de una manera determinada. 
Son muchas las manifestaciones que en este sentido se recogen en el 
Código y que vienen designadas con el nombre de licentia. Se trata de un 
permiso o, en otros términos, de la remoción de una prohibición 
general23. 
22. LOPEZ ALARCON, M., Licencia..., eh., p. 590. 
23 . «Si tratta piuttosto di un atto che rimuove un divieto generale, rende lecito un 
comportamento dell'agente senza minimamente influire sulla validità dei negozi giuridici 
da questi compiuti (...). 
In altri canoni si parla pure di 'licentia', ma qui la licenza viene considerata una 
permissione, un beneplacito» (PETRONCELLI, M., Note sul concetto di «licentia» nel 
Diritto canonico, en AA.VV., «Scritti giuridici in onore di Santi Romano», voi. IV, 
Padova 1940, p. 237). Aunque este autor està contentando el Código precedente al actual, 
sus afirmaciones las encontramos vàlidas para el caso que nos ocupa. 
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1 2 Cánones en los que se refleja la idea de permiso 
Es derecho de los fieles promover y sostener la acción apostólica en 
el mundo mediante iniciativas personales; pero ninguna de esas inicia-
tivas pueden hacer suyo el nombre de católica sin el consentimiento 
-licencia, permiso- de la competente autoridad (c. 216). 
A ningún clérigo se le ha de denegar el permiso para trasladarse a 
otro lugar, salvo que se dé el caso de verdadera necesidad en la propia 
Iglesia particular. Se prescriben dos condiciones: el Obispo debe saber 
que realmente el clérigo está dispuesto, y que sea apto para desempeñar 
el ministerio sagrado en esas regiones. También puede conceder el per-
miso para trasladarse a otra Iglesia particular quedando incardinado en la 
de origen (c. 271). 
El Administrador diocesano puede conceder este tipo de licencia de 
traslado a otro lugar siempre que haya pasado un año desde que la sede 
episcopal quedó vacante. En este caso necesita el consentimiento del 
colegio de consultores (c. 272). 
Sin el permiso, al menos presunto, del propio Ordinario, los cléri-
gos sin un oficio residencial no deben ausentarse de su diócesis por un 
periodo de tiempo notable (c. 283 § 1). 
Los clérigos, sin licencia de su ordinario, no deben aceptar la 
administración de bienes pertenecientes a laicos ni oficios seculares en 
los que se deban rendir cuentas; tampoco pueden ser fiadores ni firmar 
letras de cambio en las que se comprometa a pagar una cantidad 
determinada de dinero sin concretar la causa (c. 285 § 4). Esta licencia, 
para los religiosos, puede ser concedida por el Superior Mayor 
(c. 672). 
El archivo diocesano debe estar cerrado y sólo han de disponer de la 
llave el Obispo y el canciller; a nadie se le permitirá abrirlo sin la licencia 
del propio Obispo o del Moderador de la Curia junto con el Canciller 
(c. 487 § 1). 
Salvo un caso de necesidad nadie debe bautizar fuera de su 
territorio, ni siquiera a sus subditos, sin el debido permiso (c. 862). 
Un Obispo para confirmar en una diócesis que no sea la suya, 
necesita la licencia del Obispo de la diócesis en donde pretende 
confirmar, a no ser que se trate de algún subdito suyo (c. 886 § 2). 
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Un matrimonio puede celebrarse en un lugar que no sea la parroquia 
de alguno de los contrayentes, con la correspondiente licencia del propio 
Ordinario (c. 1115). 
Sin el consentimiento del Obispo diocesano -dado por escrito- no 
puede edificarse una iglesia. Los institutos religiosos necesitan también 
este permiso para edificar una iglesia en un lugar fijo y determinado (c. 
1215 §§1 y 3). 
El nombre de capilla se atribuye a un lugar que, con licencia del 
Ordinario, se destina al culto divino en beneficio de una o varias 
personas físicas. Para celebrar la Misa o tener otras funciones sagradas 
se requiere el permiso del Ordinario del lugar (ce. 1226 y 1228). 
Con licencia del Obispo diocesano del lugar al que va, con justa 
causa y oídas las partes, el juez puede salir de su territorio para recoger 
las pruebas que necesite para la mejor resolución del caso (c. 1469 
§ 2 ) . 
Se necesita el permiso -licencia- del juez para imprimir las defensas 
y los documentos principales, aunque queda a salvo la obligación de 
guardar secreto si existe tal obligación (c. 1602 § 2). 
En este mismo sentido de licencia, como permiso o remoción de una 
prohibición general, se pueden consultar también los cánones siguientes: 
1017; 1071; 1102 § 2; 1114; 1124; 1125; 1130; 1131; 1172; 1189; 
1223; 1224; 1265; 1298; etc. 
El término beneplacitum, tan abundante en el Código de 1917, no se 
encuentra en el Código actual: solamente se utiliza en el c. 81 como parte 
integrante de una cláusula determinada24. Esta cláusula u otra equivalente 
indica la temporalidad del privilegio, que se presume perpetuo mientras 
no se pruebe lo contrario25: «Por consiguiente la perpetuidad no es una 
característica esencial del privilegio (...). Esa perpetuidad se considera 
compatible con la cesación del privilegio por causas determinadas en el 
ordenamiento. En cambio la temporalidad significa que la limitación del 
privilegio se ha establecido por voluntad de la autoridad competente: es 
decir, por un tiempo determinado o para un número de casos (c. 83 § 1), 
24. C. 81: «Resoluto iure concedentis, Privilegium non extinguitur, nisi datum fuerit 
cum clausula ad beneplacitum nostrum vel alia aequipollenti». 
25. C . 78 § 1: «Privilegium praesumitur perpetuum, nisi contrarium probetur». 
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por la cláusula ad beneplacitum nostrum (c. 81) o por condición 
resolutoria»26. 
Fuera de este caso no aparece más veces en el Código el término 
beneplacitum71. 
Para concluir diremos que las actuaciones, realizadas sin el permiso 
exigido resultarán ilícitas. La falta de la correspondiente licencia no afec-
tará a la validez de los actos que se realicen cuando la licencia venga 
exigida, aunque el sujeto que obre de tal modo puede ser objeto de la 
correspondiente sanción, ya sea disciplinar ya sea penal si así está 
tipificada28. 
2- Los instrumentos de comunicación social 
La Iglesia tiene la misión de difundir la Buena Nueva por todo el 
mundo, y para cumplir esa misión confiada por Cristo puede servirse de 
los medios de comunicación social, como instrumentos aptos para 
desarrollar esa tarea. Así, pues, la Iglesia tiene derecho originario de 
poseer medios propios o de utilizar los ya existentes, ya que son útiles y 
necesarios tanto para la educación cristiana como para la salvación de las 
almas. 
Desempeñan una función importante en esta tarea los fieles 
laicos, quienes deben vivificar con el espíritu cristiano esta clase de 
medios 2 9. 
26. LABANDEIRA, E., Tratado..., cit., p. 493. 
27. Cfr. OCHOA, X., Index verborum ac locutionum Codex Iuris Canonici, Città del 
Vaticano 1984, p. 56. Este autor recoge en la voz beneplacitum, i, 3 cánones: -clausula 'ad 
beneplacitum nostrum' vel alia (81); -absque eius beneplacito fieri nequeunt (586); insuper 
beneplacitum Apostolicae Sedis (610 § 2). En cambio sólo aparece esa voz en el canon 81. 
Lo que él recoge en los cánones 586 y 610 § 2 realmente se contiene en los cánones 583 y 
609 § 2 respectivamente, pero en ellos se ha sustituido el término beneplacitum por 
licentia. 
28. «La mancanza di 'licentia' in tutti questi casi porterà con sè la conseguenza quindi 
che il soggetto che fa qualche cosa per cui dovrebbe essere munito di licenza, pur essendone 
privo, incontrerà delle responsabilità disciplinari ed eventualmente penali di fronte ai 
superiori, ma di regola, sempre e solo nei casi citati, non saranno inficiati gli atti giuridici 
dal soggetto compiuto» (PETRONCELLI, M. , Note sul concetto..., cit., p. 238). 
29. «Catholica Ecclesia, cum ad salutem universis hominibus afferendam a Christo 
Domino consuona sit ideoque evangelizandi necessitate compellatur, sui officii partes esse 
ducit nuntium salutis, ope etiam instrumentorum communicationis socialis, praedicare ho-
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Es evidente que hay también quienes se sirven de estos medios para 
atacar a la religión católica y a las buenas costumbres. Para colaborar con 
medios -diarios, folletos, revistas- cuya línea habitual sea ésa, se 
requiere que haya una causa justa y razonable si se trata de un fiel que no 
sea ni clérigo ni miembro de un instituto religioso, ya que para estos 
últimos, además, se requiere la licencia del Ordinario del lugar. Licencia 
aquí se entiende también como sinónimo de permiso30. 
Esta licencia que se debe solicitar al Ordinario del lugar «tiene por 
objeto el simple hecho de colaborar con quienes suelen manifiestamente 
atacar la religión católica o las buenas costumbres; y, así, procede pedir 
licencia, aunque la colaboración no tenga por objeto materia de fe y 
costumbres»31. 
Si, además, el artículo que se pretende publicar en esos medios 
contiene materias relacionadas con la fe y las costumbres, debe ser 
sometido previamente a examen: es deber y derecho tanto de cada uno de 
los Obispos como si están reunidos en concilios particulares o Confe-
rencias Episcopales, velar por la integridad de las verdades de fe y 
costumbres, a tenor del canon 823. 
3 S Aprobación de libros 
En el Código todo lo relativo al tema de aprobación de libros y de 
las licencias necesarias para su publicación recibe un tratamiento muy 
minesque de eorum recto usu docere. Ecclesiae ergo nativum ius competit quodvis horum in-
strumentorum genus, quatenus ad christianam educationem omnemque suam de animarum sa-
lute operam sunt necessaria vel utilia, adhibendi atque possidendi; ad Sacros vero Pastores 
munus pertinet fidèles ita «istituendi atque moderandi ut iidem, horum etiam instrumento-
rum auxilio, suam totiusque humanae familiae salutem ac perfectionem prosequantur. Cete-
rum, laicorum praesertim est huiusmodi instrumenta, humano christianoque spiritu vivifi-
care, ut magnae humani convictus expectationi divinoque Consilio piene respondeant» 
(CONCILIO VATICANO II, Decreto Inter Mirifica, n. 3). Este nùmero se ha recogido en el 
canon 822. 
30. C. 831 § 1 «In diariis, libellis aut foliis periodicis quae religionem catholicam 
aut bonos mores manifesto impetere soient, ne quidpiam conscribant christifideles, nisi 
iusta et rationabili de causa; clerici autem et institutorum religiosorum sodales, 
tannimmodo de licentia loci Ordinarii». 
3 1 . GONZALEZ DEL VALLE , J.M., Contentano al canon 831, en Código de Derecho 
Canònico, Pamplona 1983, p. 516. 
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especial «pues una experiencia de siglos muestra que los libros erróneos 
o contrarios a la moral, son un peligro grave para la fe» 3 2. 
Es un tema al que se ha dado siempre mucha importancia. El Código 
del 17 prohibía la lectura de aquellos libros que estaban incluidos en el 
Index librorum prohibitorum y establecía la pena de excomunión para 
quien lo hiciera sin el oportuno permiso. Pero aunque desapareciera el 
Index, permaneció, y aún hoy permanece, el deber moral de abstenerse 
de aquellas lecturas que atentan a la fe y a las costumbres33. 
Si es deber moral de los fieles abstenerse de tales lecturas es, por 
otro lado, un deber y un derecho de los Obispos vigilar por la 
conservación de la buena doctrina, y para ello pueden exigir «ut quae 
scripta fidem moresve tangant a christifidelibus edenda suo iudicio 
subiciantur, necnon reprobandi scripta quae rectae fide aut bonis moribus 
noceant»34. 
En los cánones que tratan sobre la publicación de libros hay que 
diferenciar la licencia y la aprobación. La exigencia de una u otra 
obedece a la distinta trascendencia de los escritos. 
La licencia es un simple permiso con vistas a la publicación. 
Después del nihil obstat del censor dado por escrito, el Ordinario con-
cederá, según su prudente juicio, la licencia correspondiente para la 
edición de la obra, aunque también puede denegarla, y en este caso debe 
comunicar al autor las razones de su negativa35. 
La licencia se concede mediante el tradicional imprimatur y «el nihil 
obstat, lo mismo que el consiguiente imprimatur, sólo garantizan, y sólo 
32. FUENTES, J.A., La función de enseñar, en AA.W., Manual de Derecho Canónico, 
Pamplona 1988, p. 402. 
33 . «Por eso en el Código de 1917 la Iglesia, recogiendo antiguas normas, prohibía 
las lecturas contrarias a la fe y a la moral y establecía la pena de excomunión a quien, sin el 
debido permiso, leyese los libros incluidos en el Index librorum prohibitorum. En 1966 se 
abrogaron los cánones del Código que contenían esa prohibición, y se quitó el carácter de 
ley eclesiástica al Index. Pero esto no significó, ni significa, que haya desaparecido el 
deber moral de abstenerse de las lecturas que atentan a la fe y a las costumbres, pues, como 
la misma Santa Sede aclaró expresamente al tomar esas medidas, sólo se quitó el aspecto 
penal jurídico y permanecía, y permanece, el deber moral» {Ibidem, p. 402). 
34. C. 823 § 1 in fine. 
35 . C. 830 § 3: «Censor sententiam suam scripto daré debet; quae si faverit, 
Ordinarius pro suo prudenti iudicio licentiam concedat ut editio fíat, expresso suo nomine 
necnon tempore ac loco concessae licentiae; quod si eam non concedat, rationes 
denegationis cum operis scriptore Ordinarius communicet». 
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pretenden garantizar, que el escrito puede publicarse sin daño de la 
rectitud de la fe o de las buenas costumbres»36. 
Se debe solicitar licencia para los libros de oraciones para uso 
público o privado de los fieles (c. 826 § 3); para reeditar colecciones de 
decretos o de actos publicados por una autoridad eclesiástica (c. 828); 
para las sucesivas reediciones de un libro que ya se publicó con la debida 
licencia (c. 829). 
Otro tipo de escritos, de mayor trascendencia, tienen que ser apro-
bados. El término aprobación no se utiliza aquí en el sentido de un acto 
de control de la competente autoridad administrativa, ya que no se dan 
los elementos típicos de la aprobación. No es un juicio favorable sobre la 
legitimidad y oportunidad de un acto jurídico que contiene, además, una 
declaración de voluntad que hace posible que se desplieguen los efectos 
pretendidos al realizar el acto. Se trata más bien del cumplimiento de una 
condición previa que se resuelve mediante un juicio doctrinal sobre el 
contenido de la obra, pero un juicio más profundo que el que se realiza 
para los libros que requieren únicamente la licencia, artículos de 
periódico, etc. 3 7. 
Se requiere aprobación -y esta aprobación incluye la idea de licencia: 
permiso para editar si el contenido es conforme con las verdades de fe o 
no atenta a la fe o a las costumbres-, para los libros de la Sagrada 
Escritura y para editar las traducciones a la lengua vernácula (c. 825); 
para reeditar libros litúrgicos o parte de esos libros (c. 826 § 2); para los 
catecismos, escritos relacionados con la formación catequética y sus 
correspondientes traducciones (c. 827 § 1); libros de textos para escuelas 
elementales, medias o superiores, y libros de enseñanza que traten sobre 
Sagrada Escritura, teología, derecho canónico, historia eclesiástica y 
3 6 . GONZÁLEZ DEL VALLE, J .M. , Comentario al título VI. De Instrumentis com-
municationis socialis et in specie de libris, un Código de Derecho Canónico, Pamplona 
1 9 8 3 , p. 5 0 9 . 
3 7 . «La finalidad de la aprobación es, en cambio, muy otra. No basta, por ejemplo, 
que un catecismo esté inmune de errores para que pueda ser aprobado, pues puede tener 
omisiones o ser deficiente en aspectos de ortodoxia. Lo propio sucede con los libros de la 
Sagrada Escritura o los libros litúrgicos o los libros de texto. Cada una de estas clases de 
libros tienen exigencias particulares, que no se satisfacen mediante el procedimiento de la 
obtención del nihil obsta! con el imprimatur» (Jbidem, p. 509 ) . 
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materias religiosas (c. 827 § 2); para reeditar una obra que ya fue editada 
con aprobación (c. 829). 
El mismo legislador establece esta distinción que acabamos de men-
cionar, en el canon 824 § 1, al decir: «Nisi aliud statuatur loci Ordina-
rius, cuius licentia out approbatio ad libros edendos iuxta cañones huius 
tituli estpetenda, est loci Ordianrius proprius auctoris out Ordinarius loci 
in quo libripublici iuris fient». 
La autoridad concederá licencia o aprobación, en el sentido que 
acabamos de ver, según lo requiera la trascendencia de la obra y el 
contenido doctrinal que en ella se recoge: en unos casos se concede 
licencia, en otros la aprobación. No es una distinción -como algunos 
autores han sostenido- entre el permiso para publicar (licencia) y el juicio 
sobre el contenido de la obra (aprobación)38. 
Respecto a los libros litúrgicos, el c. 826 § 1 hace una remisión al c. 
838, indicando que se deben observar las prescripciones que allí se esta-
blezcan. Precisamente en el c. 838 nos encontramos un nuevo término 
que es el de la recognitio. Pero dejamos el estudio de esta cuestión para 
más adelante. 
Para concluir esta breve referecia que hemos hecho a la publicación 
de libros, queremos advertir que se deja cierto margen de autonomía a 
38. En efecto hay quien piensa que la licencia es un permiso que se otorga a las 
personas para publicar; y la aprobación recae sobre los escritos. Esta aprobación es 
esencialmente un juicio negativo: no hay nada pernicioso ni peligroso para la fe o las 
costumbres. La falta de aprobación no hace al libro ni sospechoso, ni mucho menos 
pernicioso o erróneo: «These canons use two words to describe what is asked of the 
ordinary: 'permission' ('licentia') to publish and 'approval' ('approbatio') of a publication. 
Permission is required by certain persons (e.g., clerics or religious, cc. 831 and 832) to 
publish some kinds of writings or to publish in certain periodicals (c. 831) or for books 
and pamphlets to be displayed or sold in churches (c. 827, § 4). Approval is required for 
some specific categories of writings (e.g., editions of the scriptures, c. 825; liturgical 
books and prayer books, c. 826; catechisms, and some kinds of textbooks). This 
'approbatio' does not really mean 'approval' of the book by the ordinary who grants it, 
rather it simply signifies that he has found nothing in it which he perceives to be harmful 
to faith or morals. It is an essentially negative judgment of non-offensiveness, and not an 
endorsement or recommendation of the book. This 'approval', therefore, does not enhance 
the book or authenticate its contents; it only permits the author to publish the book and, if 
it is inserted i the book, informs the prospective reader that a pastor of the church deemed 
the book not to be a danger to faith or morals. It also permits the book to be used as a 
textbook in a Catholic school or displayed and sold in churches (c. 827)» (CORIDEN, J.A., 
Comentario al canon 824, en The Code of Canon Law: a text and commentary, London 
1985, p. 580). 
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las Iglesias particulares. Solamente en el caso que se recoge en el c. 825 
§ 1 -libros de Sagrada Escritura y traducciones a la lengua vernácula- se 
aprecia una actividad de control por parte de la Sede Apostólica que es 
quien debe aprobar los libros para permitir la publicación. 
Pero parece que se quiere dar también una mayor actividad a las 
conferencias Episcopales, ya que este canon dice: libri sacrarum Scriptu-
rarum edi non possunt nisi ab Apostolica Sede aut ab Episcoporum 
conferentia approbati sint (...). Quedan por determinar los límites de la 
competencia de la Conferencia Episcopal sobre esta cuestión. 
b) La licencia-autorización 
En otras ocasiones el término licencia hace más bien referencia a lo 
que, en la doctrina secular, se designa con el nombre de autorización. 
Entonces la licencia indica una declaración de voluntad, exigida necesa-
riamente para que un sujeto pueda realizar válidamente un acto39. 
1 2 Enajenación de bienes eclesiásticos 
Un ejemplo muy claro sobre el sentido de autorización que adquiere 
el término licencia lo tenemos en los cánones relativos a la enajenación 
de bienes eclesiásticos. Así se desprende del canon 1291 en la que el 
adverbio «válidamente» se menciona expresamente: Ad valide alienando 
bona, quae personae iuridicae publicae ex legitima assignatione patrimo-
nium stabile constituunt et quorum valor summam iure defìnitam excedit, 
requintar licentia auctoritatis ad normctm iuris competentis. 
La licencia requerida para la válida enajenación supone una decla-
ración de voluntad; voluntad distinta y que en ningún momento se funde 
con la de aquel que pretende proceder a la enajenación40. 
3 9 . «Ma di fronte a questi casi ve ne sono altri, quelli su cui la dottrina si è soffermata 
quando ha parlato di autorizzazione, precisamente quelli in cui la 'licentia' sta ad indicare 
una dichiarazione di volontà necessaria perchè un soggetto possa validamente porre in 
essere un negozio» (PETRONCELLI, M., Note sul concetto..., cit., p. 2 3 8 ) . 
40 . «Tale dichiarazione di volontà no si fonde ma rimane distinta e separata da quella 
che il rappresentante dell'ente emana per il compimento del negozio, ma ha pur tuttavia la 
virtù di far sì che la dichiarazione di volontà del rappresentante dell'ente, purché sia 
perfetta nel suo contenuto e negli altri suoi presupposti, possa raggiungere il fine che si 
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Estamos ante un evidente acto de control por parte de la autoridad: 
dos órganos distintos, dos voluntades distintas. Y dentro de las formas 
típicas en las que se manifiestan los actos de control, se trata de una 
autorización, ya que la carencia de dicho acto de la autoridad lleva 
consigo la invalidez del acto. 
Además, y esto es otra prueba clara, «esa declaración de voluntad 
no lleva consigo la asunción de las posibles consecuencias dañosas del 
acto, sino que el órgano controlante permanece al margen de las conse-
cuencias que se pudieran derivar del acto concluido con su licencia»41. 
De esta forma, el órgano que desarrolla la función de control se en-
camina a la defensa de los bienes patrimoniales de los diversos órganos 
o entes. Si el negocio realizado con una masa de bienes, a pesar de dicha 
autorización o licencia, comporta una carga onerosa al propio órgano 
autorizado, no se sigue de ahí que los daños deban ser reparados con los 
bienes de quienes ha concedido la autorización. 
Por ejemplo, si un Obispo concede una determinada autorización a 
un órgano, y la actuación en el negocio resulta a la postre perjudicial, 
debe el órgano responder con sus propios bienes patrimoniales. En el 
caso de que no fueran suficientes o no dispusiera de ellos, no hay que 
recurrir al patrimonio de la diócesis alegando que fue el Obispo 
diocesano quien autorizó el negocio4 2. 
proponeva e dal negozio scaturiscano tutti gli effetti. Il negozio di straordinaria 
amministrazione è valido solo con l'autorizzazione dell'organo competente a concederla» 
(Ibidem, p. 530 ) . 
4 1 . NAVARRO, R., La licencia en la enajenación, en «Ius Canonicum» X ( 1 9 7 0 ) , 
p . 3 5 1 . 
4 2 . «Anche nell'ordinamento canonico cioè, in questi casi di 'licentia' l'ente il cui 
organo concede l'autorizzazioen non assume alcun onere in conseguenza della volontà 
emessa. Se il negozio, nonostante le cautele, si rivelasse oneroso non potrebbe chiamarsi 
responsabile del negozio stesso l'organo che lo autorizzò, anche se questo appartiene ad 
ente dotato di un proprio patrimonio. Supposto, ad esempio, che la autorizzazione venga 
concessa ad un contratto e che le obbligazioni assunte siano gravi e che il patrimonio 
dell'ente autorizzato non sia poi sufficiente a soddisfare i creditori, questi non potranno 
chiamare poi l'ente superiore che concesse l'autorizzazione a rispondere col proprio 
patrimonio. Nel caso che l'autorizzazione fosse stata concessa dal Vescovo, no potrà 
essere questo convenuto, per l'autorizzazione concessa, a rispondere col patrimonio della 
diocesi. E principio questo fuori discussione come è fuori discussione l'altro che nel 
concedere la licenza l'organo competente agisce con giudizio meramente discrezionale ed 
insindacabile. Nel caso, ad esempio, che ha dato lo spunto a queste modeste osservazioni, 
l'atteggiamento della S. Congregazione dei religiosi la quale rifiutò l'autorizzazione, non 
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Es evidente porque «si ocurriera lo contrario, la Iglesia sufriría 
consecuencias mayores, ya que los bienes de la diócesis (al tener una 
mayor entidad patrimonial) podrían satisfacer las deudas contraídas por 
la persona moral inferior (la parroquia, por ejemplo)»43. 
Este principio no es particular del Derecho Canónico, sino que se 
trata de un principio fundamental del instituto de la autorización. Todos 
aquellos que lo han estudiado manifiestan una opinión unánime y es 
aceptado sin discusión44. 
En definitiva «podemos decir, en lo que se refiere a la licencia sobre 
la enajenación de bienes eclesiásticos, que tiene los caracteres de una 
auténtica autorización administrativa, es decir, una declaración de volun-
tad con virtualidad para remover un obstáculo en la capacidad de obrar 
del ente inferior, y que en nada obliga al ente superior en lo que a las 
consecuencias de la propia licencia se refiere»45. 
Una vez visto que la enajenación requiere, para que sea válida, la 
autorización de la autoridad competente, se hace necesario detenemos en 
la autoridad que está capacitada para otorgar esa licencia. La respuesta la 
encontramos en el c. 1292. 
Para enajenar bienes por debajo de una cantidad fijada por la 
Conferencia Episcopal46 la autoridad competente es el Obispo diocesano 
potrebbe certo essere sindacato da parte delle autorità statali, come infatti non è stato, ma 
anche non si potrebbe, nel quadro dell'ordinamento canonico, addebitare alla stessa 
Congregazione le conseguenze patrimoniali derivanti dalla impossibilità di porre in essere 
quel negozio che le parti si proponevano e che, magari, si presentava per l'ente 
ecclesiastico vantaggioso sà da logicamente far ritenere che la 'licentia' non sarebbe 
mancata» (PETRONCELLI, M. , Note sul concetto..., cit., p. 240). 
En este mismo sentido se expresa NAVARRO, R., La licencia..., cit., p. 351: «Como 
varias veces hemos repetido a lo largo de este trabajo, el control tiene una finalidad 
manifiesta, que es la defensa de los fines particulares del ente controlado, fines, por otra 
parte, que se identifican con los de la Iglesia en general. En el supuesto de que, no obstante 
tomadas todas las cautelas, el acto autorizado comportara unas consecuencias onerosas, el 
atribuirlas al órgano superior supondría un daño directo a la Iglesia, dada la mayor entidad y 
autonomía patrimonial del órgano controlante, además del indirecto que también para ella 
supone la merma del patrimonio del ente inferior». 
4 3 . NAVARRO, R., La licencia..., cit, p. 352. 
44. PETRONCELLI, M. , Note sul concetto..., cit., p. 239. 
45 . NAVARRO, R., La licencia..., cit., p. 352. 
46. Esta fijación de una determinada cantidad de dinero por parte de la Conferencia 
Episcopal, ya se contemplaba en el M . P . Pastorale munus de 30.XI.1963. El número 32 
afirma que «concedendi licentiam ut, legitima interveniente causa, bona ecclesiastica 
alienan, oppignorari, hypothecae nomine obligari, locari, emphyteusi redimi possint, et 
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si se trata de personas jurídicas que le están sometidas. Para conceder la 
autorización el Obispo diocesano necesita el consentimiento del consejo 
de asuntos económicos y el del consejo de consultores. Si la iniciativa 
partiera del propio Obispo necesita también el consentimiento de los 
propios interesados (c. 1291 § 1). 
Si las personas jurídicas no estuvieran sometidas al Obispo 
diocesano, la autoridad competente para otorgar tales licencias vendrá 
determinada por sus propios estatutos (c. 1291 § 1). Generalmente se 
tratará de personas jurídicas de ámbito supradiocesano. 
Para enajenar bienes pertenecientes a la propia diócesis, el Obispo 
-siempre que no exceda la cantidad establecida por la Conferencia 
Episcopal- necesita también el consentimiento de los dos colegios ya 
mencionados: el colegio de consultores y el consejo de asuntos 
económicos (c. 1291 § 1). 
La enajenación de bienes de un instituto religioso tiene un régimen 
especial, recogido en el c. 638 § 3. Quien determina la cantidad, en este 
caso, es la Santa Sede: por debajo de esa suma quien concede la licencia 
es el Superior legítimo, por escrito y con el consentimiento de su 
consejo. 
En cambio cuando se trata de un monasterio sui iuris de los que trata 
el c. 615 4 7 , y también para los institutos de derecho diocesano, es 
necesaria la intervención por escrito del Ordinario del lugar manifestando 
su consentimiento (c. 638 § 4). 
Puesto que los bienes de una persona jurídica privada se rigen por lo 
dispuesto en sus estatutos, para la enajenación de sus bienes se ha de 
seguir, igualmente, lo dispuesto en los estatutos, a no ser que se indique 
expresamente otra cosa: «Bona temporalia personae iuridicae privatae 
reguntur propriis statutis, non autem hisce canonibus, nisi expresse aliud 
caveatwr» (c. 1257 § 2). 
personae morales ecclesiasticae aes alienum contrahere valeant, usque ad eam pecuniae 
summam, quam nationalis aut regionalis Conferentia Episcoporum proposuerit et 
Apostolice Sedes adprobaverit» (M.P. Pastorale munus, n. 32, en Enchiridion Valicanum, 
vol 2, Bologna 1976, p. 158). 
47 . C. 615: «Monasterium sui iuris, quod praeter proprium Moderatorem alium 
Superiorem maiorem non habet, ñeque alicui religiosorum instituto ita consociatum est ut 
eiusdem Superior vera potestate constitutionibus determinata in tale monasterium gaudeat, 
ad normam iuris peculiari vigilantiae Episcopi dioecesani committitur». 
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Existen, además, una normas para casos especiales; así, cuando se 
trata de cosa divisible, al pedir la licencia se deben consignar las partes 
ya enajenadas, ya que si no la licencia es inválida (c. 1291 § 3); quienes 
han de intervenir en la enajenación deben ser informados anteriormente 
sobre la situación económica de la persona jurídica y sobre las 
enajenaciones realizadas precedentemente (c. 1291 §4), etc. 4 8. 
Por encima de la cantidad fijada por la Conferencia Episcopal para 
una región o territorio, o por la Santa Sede para un instituto religioso, la 
autoridad competente para conceder la licencia en la propia Sede 
Apostólica. 
Hay que tener en cuenta que para proceder a la enajenación de un 
bien que excede el valor fijado se necesita una causa justa, «veluti urgens 
neccesitas, evidens militas, pietas, caritas, vel gravis alia ratio pasto-
ralia»49, y también se requiere la tasación de la cosa que se quiere 
enajenar, hecha por peritos y dada por escrito (c. 1293 § 1, 2Q). 
Ordinariamente no debe enajenarse una cosa por un precio inferior al que 
han indicado los peritos en la tasación (c. 1294 § 1). 
Todo lo que hasta el momento hemos dicho sobre la enajenación de 
bienes, a tenor del c. 1295 debe observarse también para cualquier 
48 . «Normas especiales: a) En la enajenación de bienes divisibles, sea material o 
idealmente, se ha de consignar, al pedir la licencia, las partes que anteriormente se hubieren 
enajenado; de lo contrario la subrepción comporta la nulidad del acto. De este modo se evita 
que mediante parcelación de la cosa se puedan eludir los controles canónicos al disminuir el 
valor de cada parte enajenada. Debe considerarse vigente la Respuesta de la CPI de 
20.VI.1929, según la cual se requiere la licencia de la Santa Sede para la enajenación simul-
tánea de varias cosas cuyo valor global exceda de la cantidad fijada legalmente (AAS 21 
(1929) S74); b) Los consultores han de ser informados previamente de la situación econó-
mica de la persona jurídica y de las enajenaciones anteriores; c) La enajenación de bienes 
sin la debida licencia está sancionada penalmente por el c. 1377; d) La S.C. para los 
Clérigos aprobó el 31.1.1977 (Prot. 154571/HI) la cantidad máxima de 21.000.000 de pe-
setas propuesta por la Conferencia Episcopal Española. De conformidad con lo que dispuso 
el c. 1532 del CIC 17, y el Decr. de la S.C. Consistorial de 13.VII.1963 (AAS 55 (1963) 
656), la cantidad mínima será de 700.000 pesetas; e) En España, la tutela del patrimonio 
histórico, artístico y cultural se rige, por lo que concierne a bienes eclesiásticos, por el art. 
46 de la Constitución; art. XV del Acuerdo con la Santa Sede sobre enseñanza y asuntos cul-
turales de 3.1.1979; leyes de 13.V.1933 y 21.VI.1982, así como las disposiciones que las 
desarrollan». (LÓPEZ ALARCON, M., Comentario al canon 1292, en Código de Derecho 
Canónico, Pamplona 1983, p. 775). 
49 . C. 1293 § 1, 1». 
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operación en la que pueda resultar perjudicada, de alguna manera, la 
situación patrimonial de la persona jurídica. 
Podemos obervar, en esta cuestión, varios modos de ejercitar la 
función de control. En primer lugar un control por parte de la Sede 
Apostólica. Pero ese control tiene una doble manifestación, a la que nos 
vamos a referir por orden cronológico: 
- Un control sucesivo de tutela ya que la Santa Sede aprueba la 
cantidad que propone la Conferencia Episcopal, por debajo de la cual es 
competente para conceder la autorización el Obispo diocesano, con los 
requisitos que ya hemos visto 5 0. Se puede interpretar también como una 
reserva que se hace la Santa Sede para velar por el patrimonio de la 
Iglesia universal. 
- Un control preventivo de tutela cuando se le solicita la oportuna 
licencia para enajenar un bien por encima del valor previsto por la 
Conferencia Episcopal. 
Se trata, por tanto, de actos de tutela administrativa entre dos entes 
descentralizados. 
Cuando el valor de lo que se quiere enajenar no sobrepasa lo 
estipulado por la Conferencia Episcopal y aprobado por la Santa Sede, 
también hay una actividad de control que realiza el Obispo diocesano, o 
el Superior legítimo si se trata de un instituto religioso, o la autoridad 
competente si es el caso de una persona jurídica pública no sometida al 
Obispo diocesano. 
Para concluir diremos que si la enajenación, realizada sin el corres-
pondiente permiso y por tanto inválida canónicamente, resultó civilmente 
válida, corresponde a la competente autoridad determinar si se entabla o 
no acción, para reivindicar los derechos de la Iglesia5 1. Por eso, para la 
celebración de este tipo de contratos «lo más prudente sería establecer en 
los contratos de enajenación la cláusula resolutoria, o celebrarlos bajo 
50. Cfr. M.P. Pastorale munus, n. 32, en Enchiridion..., cit., p. 158. 
5 1 . C. 1296: «Si quando bona ecclesiastica sine debitis quidem solemnitatibus 
canonicis alienata fuerint, sed alienatio sit civiliter valida, auctoritatis competentis est 
decernere, omnibus mature perpensis, an et qualis actio, personalis scilicet vel realis, a 
quonam et contra quemnam instituenda sit ad Ecclesiae iura vindicanda». 
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condición de invalidez del negocio en Derecho civil si resultare nulo en el 
ordenamieno canónico»52. 
Pero quien enajena bienes eclesiásticos sin la licencia correspon-
diente debe ser castigado con una pena justa 5 3: se trata de una pena 
ferendae sententiae indeterminada y preceptiva. 
2S Otros ejemplos de licencia con el sentido de autorización 
Para aceptar las oblaciones entregadas a los Superiores o administra-
dores de una persona jurídica eclesiástica, y que estén gravadas por una 
carga modal o por una condición, se requiere la licencia del Ordinario (c. 
1267 § 2). 
Esto es debido a que los requisitos que hemos visto en el apartado 
anterior -sobre las enajenaciones- se deben recoger en los estatutos de las 
personas jurídicas, y comprenden, además de las enajenaciones, 
cualquier operación que afecta a la situación patrimonial de la persona 
jurídica (c. 1295). Por lo tanto, en caso de incumplimiento, la autoridad 
competente deberá actuar como si se tratara de una enajenación 
inválida. 
Las reliquias insignes y aquellas que gozan de gran veneración entre 
el pueblo, no pueden enajenarse válidamente o trasladarse a perpetuidad 
sin licencia de la Santa Sede. Lo mismo cabe decir respecto a las 
imágenes que gozan de gran veneración por parte del pueblo (c. 1190 
§§ 2 y 3). 
En los institutos de vida consagrada no se pueden modificar los 
estatutos aprobados por la Sede Apostólica, si ésta no otorga la corres-
pondiente licencia (c. 583). 
Antes de la primera profesión los miembros de un instituto religioso 
harán cesión de la administración de sus bienes a quien lo deseen, y 
dispondrán libremente sobre su uso y usufructo. Antes de la profesión 
perpetua deben hacer testamento, válido también según el derecho civil. 
Para modificar esas disposiciones con causa justa, y para realizar 
52. LÓPEZ ALARCON, M., Comentario al canon 1296, en Código..., cit., p. 777. 
53 . C . 1377: «Qui sine praescrita licentia bona ecclesiastica alienat, iusta poena 
puniatur». 
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cualquier acto en materia de bienes temporales, necesitan licencia del 
Superior competente (c. 668 §§ 1 y 2). 
Se trata de casos en los que, para la válida actuación de los sujetos, 
se requiere una previa licencia que es una manifestación de la actividad 
de control. 
c) La licencia-concesión 
A veces al término licencia se le da un significado que encaja mejor 
en el concepto de concesión. Es una facultad que otorga al sujeto la 
posibilidad de ejercitar unos actos que antes no podía realizar por estar 
incapacitado. Sobre esta cuestión volveremos más adelante. 
Un ejemplo para ilustrar este tema lo encontramos en el c. 639 § 2, 
en el que se establece que si un miembro contrae sobre sus propios 
bienes, con licencia del Superior, deudas y obligaciones, debe responder 
personalmente, «si vero de mandato superioris negotium instituti ges-
serit, institutum responderé debet». 
Aquí quiebra el principio que expusimos anteriormente de que el 
autorizado debe responder con sus propios bienes, y no es responsable 
el sujeto que ha concedido la autorización. Con lo que «se pone de 
manifiesto una vez más los diversos contenidos que el término licentia 
adopta en la legislación canónica. Al hablar de las deudas contraídas por 
un clérigo regular con licencia de los Superiores, se dice (...) que debe 
responder la persona moral cuyo Superior dio la licencia»54. 
54. NAVARRO, R., La licertela...,cit., p. 352. Este autor se refiere al c. 536 del Código 
abrogado, que tiene su paralelo en el c. 639 § 2 del Código vigente. 
En el mismo sentido PETRONCELLI, M., Note sul concetto..., cit., pp. 241-242 
afirmaba: «Tralasciando i successivi paragrafi, che contengono semplicemente delle 
statuizioni dirette a mitigare, per principio equitativo, la rigidità delle precedenti 
asserzioni, come ad esempio dell'azione dell'utile versum nei confronti di chi si è 
avvantaggiato dal contratto, sta nel canone 536 consacrato il principio, apparentemente 
in contraddizione a quanto si è detto a proposito del contenuto della 'licentia', che 
l'autorizzazione concessa dal superiore al membro di un ordine religioso di compiere un 
determinato negozio fa assumere al superiore autorizzante e per esso alla persona morale 
che rappresenta, gli oneri scaturenti dal negozio autorizzato. La 'licentia', in altri termini, 
porta le stesse conseguenze di un impegno direttamente contratto dal superiore; è il 
superiore e non il religioso che assume l'onere della persona morale che egli rappresenta». 
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La licencia, en el caso del c. 639 § 2, constituye algo más que la 
simple remoción del obstáculo puesto al sujeto, limitando la posibilidad 
de actuar de un sujeto capaz. Corresponde, más bien, a una declaración 
del Superior de querer asumir las consecuencias del negocio para el que 
se ha concedido la licencia55. 
La licencia que se recoge en este canon, habilita al sujeto para 
ostentar una representación a la que no tiene derecho. Es una concesión 
que ab nomine se hace a un sujeto para un asunto determinado. Aunque 
lleva el nombre de licencia, propiamente es preferible hablar de conce-
sión, ya que «son concesiones, cualquiera que sea la terminología em-
pleada (...) el mandato (mandatum) del Superior para realizar algún 
negocio, que hace que la responsabilidad recaiga en el Instituto; es la 
citada licentia mandati por los autores antes citados, y que ahora se 
distingue claramente que la simple licentia (c. 639 § 2)» 5 0. 
También se utiliza el término licencia como poder concedido para 
delegar la asistencia al matrimonio57. Este tipo de licencia lo encontramos 
en el c. 1112 § 1. Para que el Obispo diocesano pueda delegar en los 
laicos, con el fin de que éstos asistan al matrimonio, se establecen tres 
requisitos: que no haya sacerdotes ni diáconos; el voto favorable de la 
Conferencia Episcopal; la licencia de la Santa Sede. 
En definitiva no procede hablar aquí de control -aun cuando la 
concesión se realice mediante un acto administrativo-, ya que no se 
verifica la correspondencia de un acto dado a determinadas normas, sino 
que la misma autoridad otorga un poder para que pueda realizar el acto. 
No se limita la capacidad de obrar del sujeto, sino que se amplia su 
esfera de atribuciones. 
5 5 . «Il fatto si spiega facilmente ove si rifletta che, contrariamente a quanto abbiamo 
visto più sopra asserito, qui la 'licentia' costituisce qualche cosa di più della semplice 
remozione di un ostacolo frapposto alla possibilità di agire di un soggetto capace; 
corrisponde piuttosto ad una dichiarazione di voler assumere le conseguenze del negozio 
per cui la 'licentia' vien data» (PETRONCELLI, M. , Note sul concetto..., cit., p. 2 4 2 ) . 
5 6 . LABANDEIRA, E., Naturaleza jurídica del poder de absolver los pecados desde la 
perspectiva del Vaticano II y del nuevo Código, en AA.VV., Reconciliación y Penitencia. 
V Simposio Internacional de Teología, Pamplona 1 9 8 3 , pp. 8 7 6 - 9 7 7 . 
5 7 . En el Código Pío-Benedictino: «Neben der doppelten Bedeutung von einfacher 
und gehobener Erlaubnis wird licentia im Sinne von Vollmacht für die Delegation zur 
Eheassistenz (cc. 1095 § 2 , 1096) gebraucht», (MÖRSDORF, K., Die Rechtssprache..., cit., 
p. 9 0 ) . 
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3. Las facultades 
Entendemos por facultad en general la posibilidad que tiene un suje-
to de actuar, de realizar un comportamiento determinado. Dentro de esta 
descripción tan amplia caben dos tipos de facultades muy diferenciadas: 
- Una facultad que hace posible que un sujeto realice un acto para 
el cual ya era competente. Esa posibilidad de actuación se hace remo-
viendo un obstáculo que impedía al sujeto ejecutar determinadas accio-
nes. Estas facultades, llamadas impropias, son meras licencias y se les 
denomina autorizaciones. 
- En sentido estricto se entiende por facultad el poder que se otorga 
a un sujeto o a un órgano para realizar unos actos que antes no podía 
llevar a cabo por estar incapacitado. 
La concesión de este nuevo poder puede realizarse de dos formas: a) 
a iure, por un acto de la potestad de régimen del legislador, con carácter 
general y abstracto: es un acto legislativo; b) ab nomine: acto administra-
tivo que se otorga con carácter singular y concreto. 
De entre las facultades que se recogen en el nuevo Código, vamos a 
detenernos solamente en dos: las facultades para oír confesiones y las 
facultades para predicar. 
a) Para oír confesiones 
1 2 Descripción de la regulación vigente 
Solamente el sacerdote es ministro válido para administrar este 
sacramento. 
Según la disciplina anteriormente vigente para absolver válidamente 
se requería, además de la potestad de orden, una potestad de jurisdic-
ción, ordinaria o delegada, sobre el penitente58. Es decir, el Código de 
1917 equiparaba la absolución sacramental a un acto de la potestad de 
jurisdicción, por lo que era necesario gozar de ella para poder absolver 
válidamente. 
58 . En el canon 872 del Código de 1917 se lee: «Praeter potestatem ordinis, ad 
validam peccatorum absolutionem requiritur in ministro potestas iurisdictionis, sive 
ordinaria sive delegata, in poenitentem». 
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El Concilio último supuso un cambio radical de esta concepción, ya 
que -se afirma en el Decreto Presbyterorum Ordinis- el mismo Señor 
promueve a algunos fieles como ministros suyos, ministros que en la 
sociedad de los creyentes tienen la sacra potestad de orden para ofrecer el 
sacrificio y perdonar los pecados. Los presbíteros cooperan con los 
Obispos para cumplir la misión que a éstos les ha confiado Cristo. De 
ahí que los presbíteros, al estar unidos al orden episcopal participen de la 
autoridad con la que Cristo edifica, santifica y gobierna a su cuerpo 
entero59. 
Recogiendo esta idea, el Código actualmente vigente establece, en el 
c. 966 § 1, que para absolver válidamente se requiere, además de la 
potestad de orden, que el ministro tenga la facultad de ejercer esta 
potestad sobre los fieles a los que da la absolución. 
Así, en lugar de jurisdicción, se prefiere utilizar el término facultad, 
ya que la absolución no es un acto de la potestad de régimen, en el 
sentido en que ésta se describe en el c. 129 6 0. 
59. «ídem vero Dominus, ínter fidèles, ut in unum coalescerent corpus, in quo omnia 
membra non eundem actum habent (Rom 12,4), quosdam instituit ministros, qui, in 
societate fidelium, sacra Ordinis potestate pollerent Sacrificium offerendi et peccata 
remittendi, atque sacerdotali officio publiée pro hominibus nomine Christi fungerentur. 
Itaque, missis Apostolis sicut Ipse missus erat a Pâtre, Christus, per ipsos Apostólos, 
consecrationis missionisque suae participes effecit eorum successores, Episcopos, quorum 
munus ministerii, subordinato gradu, Presbyteris traditum est, ut in Ordine presbyteratus 
constituti, ad rite explendam missionem apostolicam a Christo concreditam, Ordinis 
episcopalis essent cooperatores. Officium Presbyterorum, utpote Ordini episcopali 
coniunctum, participât auctoritatem qua Christus Ipse Corpus suum extrait, sanctificat et 
régit. Quare sacerdotium Presbyterorum initiationis chrsitianae Sacramenta quidem 
supponit, peculiari tamen illo Sacramento confertur, quo Presbyeri, unctione Spiritus 
Sancti, speciali charactere signantur et sic Christo Sacerdoti configurantur, ita ut in pesona 
Christi Capitis agere valeant» (Presbyterorum Ordinis, n. 2). 
60. «El carácter sacerdotal es necesario pero no suficiente para administrar váli-
damente el sacramento de la Penitencia. Esto es lo fundamental del c. en concordancia 
sustancial con el c. 872 del CIC 17. Las diferencias son sólo de orden terminológico, que 
no cambian en la práctica la disciplina antigua, y que sólo pretenden perfeccionarla 
técnicamente. Así, en lugar de jurisdicción, el c. emplea el término facultad. La razón de 
este cambio estriba en que la palabra jurisdicción no se consideró la más adecuada para 
expresar la naturaleza de la facultad de que debe gozar el sacerdote confesor, ya que la 
absolución no parece que sea un acto de la potestad de régimen en el sentido técnico del c. 
129 (...). Por otra parte, al ser sustituido el término jurisdicción por el de facultad, no cabía 
hablar de jurisdicción ordinaria, y delegada y en su lugar se emplean los términos 
'concesión de la facultad ipso iure o speciali commisione'». (RINCÓN, T., Comentario al 
canon 966, en Código de Derecho Canónico, Pamplona 1983, p. 585). 
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De lo expuesto en el c. 966 se deduce que en el caso de la facultad 
de ejercer la potestad de orden «no se trata de una facultad sustancial, de 
jurisdicción, sino de la simple posibilidad -sin trabas- de ejercer la 
potestad de orden»61. 
Gozan ipso iure de la facultad de oír confesiones de los fieles en 
todo el mundo, el Romano Pontífice, los Cardenales y los Obispos, a no 
ser, en este último caso, que un Obispo diocesano se oponga en un caso 
concreto (c. 967 § 1). 
Por razón del oficio, dentro del ámbito de su jurisdicción, poseen la 
facultad de confesar el Ordinario del lugar, el canónigo penitenciario, el 
párroco, quienes ocupan el lugar del párroco, y -para sus subditos o los 
que moran día y noche en sus casas- los superiores de un instituto 
religioso o de una sociedad de vida apostólica clericales de derecho 
pontificio, dotados de potestad de régimen (c. 968). 
Por virtud del oficio, a la enumeración del c. 968, habría que añadir 
al capellán, que por razón de su cargo tiene la facultad de oír las 
confesiones de los fieles que estén encomendados a su atención (c. 566). 
Ahora bien, el capellán no es cualquier sacerdote, sino el que es 
nombrado o confirmado por el Ordinario del lugar (c. 565). 
Por concesión de la autoridad competente puede ser sujeto de esta 
facultad cualquier sacerdote; y «son competentes para otorgar la facultad 
por especial concesión el Ordinario del lugar, y los superiores de los 
institutos religiosos y sociedades de vida apostólica que gocen de 
potestad ejecutiva»62. 
Para determinar el ámbito en que se puede ejercitar la facultad de oír 
confesiones, el criterio que se ha seguido es el de otorgar una facultad en 
principio universal al que goza de ella en su propio territorio. Es una 
manera de concretarse la solicitud por todas las iglesias, y de sentirse 
corresponsables en la misión universal de la Iglesia de Cristo. 
Hay que tener en cuenta, además, las siguientes peculiaridades: 
Los Cardenales no encuentran límite al ejercicio de esa facultad, 
respecto al ámbito de ejercicio. 
6 1 . LABANDEIRA, E., Naturaleza...., cit., p. 979. 
6 2 . RINCÓN, T., Comentarios a los cánones 967-969, en Código..., cit., p. 587. 
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Los Obispos, para la validez, tampoco tienen límite, pero para la 
licitud necesitan que el Obispo diocesano no les haya denegado la 
facultad. 
Quienes tienen la facultad VÍ qfficii, gozan de ella en todo lugar, 
salvo que les sea denegada por algún Ordinario, les sea revocada en su 
propio territorio, o se vean privados de su oficio. 
Los Superiores que poseen la facultad vi officii la tienen 
también para todo lugar, pero sólo para sus subditos y los que moran en 
sus casas. 
Quienes han obtenido la facultad en su propio territorio, la 
obtienen asimismo para todo lugar si se la ha concedido el Ordinario del 
lugar de la incardinación o del domicilio. 
Si han obtenido la facultad por concesión del Superior de un 
instituto religioso o sociedad de vida apostólica, la pueden ejercer, 
igualmente, en todo lugar, pero sólo sobre los religiosos y las personas 
que día y noche viven en las casas del instituto o sociedad63. 
63. «I a . Los Cardenales tienen la facultad en todo lugar sin ningún límite jurídico; 
2 a Los Obispos, según el tenor del c , tienen la misma facultad sin ningún límite ad 
validitatem, pero les puede ser denegada ad liceitatem, en un caso particular, por el Obispo 
de la diócesis en que pretenda ejercer el ministerio de la confesión; 
3 a Los que obtienen la facultad v¿ officii, a tenor del c. 968 § 1, también gozan de ella 
en todo lugar, sin ningún límite territorial ni personal (vid. comentario al c. 630), salvo 
que algún Ordinario de lugar se la deniegue, o se la revoque en su propio territorio. A 
diferencia de los Obispos (c. 667 § 1), la cláusula del c. 667 § 2 'nisi... renuerit' es ad 
validitatem (cfr. «Communicationes», 10, 1978, p. 59); 
4 a Los superiores que gozan de facultad vi officii (c. 968 § 2), la poseen también en 
todo lugar, pero sólo respecto a las personas, religiosos o no, que habitan día y noche en la 
casa del instituto o de la sociedad. Pueden tenerla también repecto a todos los ñeles, pero 
no vi officii, sino por especial comisión del Ordinario del lugar de la incardinación, si 
están incardinados en una diócesis, o del domicilio en caso contrario; 
5 a Los que obtienen la facultad en el propio territorio, por especial concesión la 
obtienen en todo lugar sólo cuando ha sido concedida por el Ordinario del lugar de la 
incardinación o del domicilio. De no ser así, la obtendrían únicamente para el ámbito 
jurisdiccional del que la concede, aunque, tratándose de facultad para oír confesiones 
habitualmente, no deberá concederse sin cumplir el requisito previsto en el c. 971; 
6 a Finalmente, los que obtienen la facultad por especial concesión del superior 
competente, con potestad de régimen ejecutiva, de un isntituto religioso o sociedad de vida 
apostólica, la pueden ejercer también en todo lugar, pero sólo sobre los religiosos o 
personas que habitan día y noche en la casa del instituto o sociedad» (RINCÓN, T., Ibidem, 
pp. 587-588). 
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En el caso de peligro de muerte tiene esta facultad cualquier 
sacerdote aunque esté incurso en una censura (c. 976). 
Por último, conviene además recordar el c. 144, último del 
artículo dedicado a la potestad de régimen, en el que se establece que la 
Iglesia suple la facultad de oír confesiones cuando existe un error común 
de hecho o derecho, o duda positiva y probable. 
2- Calificación de la naturaleza de esta facultad 
Esta facultad no otorga al ministro una potestad de jurisdicción 
sobre los fieles, sino que permite el ejercicio de un poder recibido en la 
ordenación sacerdotal, al que se ha puesto un obstáculo para su libre 
ejercicio. Pero sin ser un poder de régimen está de alguna manera ligada 
a la potetad de jurisdicción que causa, permite el ejercicio y revoca la 
facultad64. 
El contenido de esta facultad, que permite el libre ejercicio de algo 
que ya se tiene, no es positivo sino negativo, ya que «en el caso de que 
tuviera un contenido positivo, éste no podría consistir en una potetad de 
orden, que se recibe por el sacramento, sino en una potestad de régimen. 
Y esa potestad de régimen le sería otorgada para realizar actos de régi-
men. Pero la absolución no es acto de la potestad de régimen, sino acto 
ministerial, sacramental. La facultad lo único que hace es quitar un 
obstáculo que la Iglesia ha puesto al ejercicio de la potestad de orden, 
64. «Extendida la facultad, otorgada en su origen, a todas partes, no en todas puede ser 
igualmente ejercitada, pues depende de la potestad de jurisdicción particular existente en ca-
da situación concreta. Esta facultad, pues, no deja de quedar condicionada, por tanto, por la 
potestad de jurisdicción en cada caso. Si por su origen goza ipso iure, en la mayor parte de 
los casos, de un alcance más extenso que el de la potestad de jurisdicción de quien la otorga 
o la concede, en el desenvolvimiento de su ejercicio la contemplamos siempre pendiente de 
la potestad jurisdiccional correspondiente, que puede oponerse a este ejercicio (..). 
Podría hablase, en conclusión, de una facultad dependiente de la potestad de jurisdicción 
realmente existente en cada caso, aunque en su origen, por su naturaleza últimamente ligada 
al poder sacerdotal de Cristo, pueda, en muchos casos, gozar ipso iure, y de modo eventual, 
de la dimensión universal de la llamada de Cristo a la santidad de todo el Pueblo de Dios, 
dado el papel que a este efecto cumple la facultad otorgada. Se trata, pues, de un poder 
sacerdotal propiamente dicho, pero sometido en su origen y ejercicio a justos límites de 
naturaleza jurisdiccional» (DE D I E G O - L O R A , C , La disciplina penitencial en el nuevo Códi-
go de Derecho Canónico, en AA.VV., Reconciliación y Penitencia. V Simposio Interna-
cional de Teología, Pamplona 1983, pp. 918-919). 
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con lo cual esa potestad de orden queda expedita, y el sujeto es libre de 
ejercerla»65. 
Comprobada la idoneidad del ministro, mediante un examen o de 
otro modo (c. 970), la autoridad competente remueve el obstáculo y 
libera ese poder de oír confesiones, que ya se tiene por la ordenación 
sacerdotal. 
Esta liberación se opera a través de un acto singular; se concede 
mediante un acto administrativo -un rescripto- de los llamados de 
control, y en este caso concreto de una autorización. Por este acto el 
órgano que controla desarrolla una actividad pública de carácter adminis-
trativo; y, además, se ejerce sobre actos que afectan al interés público y 
la tutela del bien común. Por tratarse de un control preventivo, el acto 
-en este caso concreto, la absolución- sin la correspondiente autorización 
sena inválido. 
Aunque en los cánones 630 § 3 y 976 se habla de sacerdote 
aprobado66 este tipo de actos de control es más bien una licencia, en el 
sentido de licencia-autorización: es anterior a la ejecución del acto, y la 
realización del acto sin la oportuna licencia afecta a la validez del propio 
acto, como ya expusimos anteriormente. 
En conclusión, podemos decir que escuchar confesiones es una 
facultad en sentido impropio, ya que otorga al sujeto la posibilidad de 
actuar. Pero por el sacramento del orden se reciben todos los poderes 
necesarios para que el sujeto -el sacerdote- cumpla la misión a la que ha 
sido llamado; y la santificación del Pueblo de Dios, mediante los 
Sacramentos y de modo concreto a través del de la Penitencia, es parte 
importante de esa tarea. 
En sentido estricto, en cambio, no se puede hablar de facultad, por-
que no se otorga al sujeto ningún nuevo poder del que antes no gozaba. 
Estas facultades no son tales, propiamente hablando, sino simplemente 
la remoción de un obstáculo puesto por la autoridad. Remoción que se 
65. LABANDEIRA, E., Naturaleza cit., pp. 979-980. 
66. C . 630 § 3: «In monasteriis monialium, in dominus formationis et ¡n communi-
tatibus numerosioribus laicalibus habeantur confessarii ordinarii ab Ordianrio loci probati, 
collatis consiliis cum communitate, milla tamen facta obligatione ad illos accedendi». 
C . 976: «Quilibet sacerdos, licet ad confessiones excipiendas facúltate careat, quoslibet 
paenitentes in periculo mortis versantes valide et licite absolvit a quibusvis censuris et 
peccatis, etiamsi praesens sit sacerdos approbatus». 
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opera gracias a una autorización, de tal forma que queda expedita la 
posibilidad de oír válidamente las confesiones. 
Se trata, por lo tanto, de un auténtico y verdadero control adminis-
trativo, del que se sirve la autoridad para tutelar el bien común. 
b) Para predicar 
Todos los presbíteros tienen el deber primordial de anunciar a todos 
el Evangelio de Dios, como colaboradores que son de los Obispos. A 
todos se deben los presbíteros para comunicarles la verdad del Evange-
lio. Para ello se servirán de su ejemplo, de la predicación, del estudio de 
las cuestiones de su tiempo bajo la luz del Evangelio, enseñando en todo 
momento la Verdad de Dios y no su propia sabiduría. Un medio muy 
eficaz es exponer la palabra de Dios aplicándola a circunstancias 
concretas de la vida6 7. 
Los Obispos, sucesores de los Apóstoles han recibido del Señor la 
misión de enseñar a todas las gentes y de predicar el Evangelio a toda 
criatura, para que todos puedan obtener la salvación68. 
67. «Populus Dei primum coadunatur verbo Dei vivi, quod ex ore sacerdotum omnino 
fas est requirere. Cum enim nemo salvali possit, qui prius non crediderit. Presbyteri, utpote 
Episcoporum cooperatores, primum habent officium Evangelium Dei omnibus evangeli-
zandi, ut, mandatimi exsequentes Domini: Euntes in mundum universum praedicate Evange-
lium omni creaturae (Me 16,15), Populum Dei constituant et augeant. Verbo enim salutari 
in corde non fidelium suscitato et in corde fidelium alitur fides, qua congregatio fidelium 
incipit et crescit, secundum illud Apostoli: Fides ex auditu, auditus autem per verbum 
Christi (Rom 10,17). Omnibus ergo debitores sunt Presbyteri, ut cum eis communicent 
veritatem Evangelii qua in Domino gaudent. Sive igitur, conversationem inter gentes 
habentes bonam, ad Deum glorificandum eas adducunt, sive, aperte praedicantes, mysterium 
Christi non credentibus annuntiant, sive catechesim christianam tradunt vel Ecclesiae 
doctrinam explanant, sive sui temporis quaestiones sub luce Christi tractare student, eorum 
semper est non sapientiam suam, sed Dei Verbum docere omnesque ad conversionem et ad 
sanctitatem instanter invitare. Sacerdotalis vero praedicatio, in hodiernis mundi adiunctis 
haud raro perdifficilis, ut auditorum mentes aptius moveat, verbum Dei non modo generali 
et abstracto tantum exponere debet, sed concretis applicando vitae circunstantiis veritatem 
Evangelii perennem» (Presbyterorum Ordinis, n. 4). 
68 . «Episcopi, utpote Apostolorum successores, a Domino, cui omnis potestas in 
caelo et in terra data est, missionem accipiunt docendi omnes gentes et praedicandi 
Evangelium omni creature, ut homines universi, per fidem, baptismum et adimpletionem 
mandatorum salutem consequantur (cf. Mt 28, 18-20; Me 16,15-16; Act 26-17s)» (Lumen 
Gentium, n. 24). 
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Colaboran con esta tarea de los Obispos, los presbíteros y diáconos. 
Los presbíteros en virtud del sacramento del orden se conforman con 
Cristo, Sumo y Eterno Sacerdote, y son consagrados para predicar el 
Evangelio, apacentar a los fieles y celebrar el culto divino6 9. El diácono 
también participa en esta tarea de instruir a los fieles70. 
Esta doctrina se ha concretado, en el nuevo Código, en el capítulo I 
del título I del libro III, que trata sobre la predicación de la palabra de 
Dios (ce. 762-772). 
Es derecho de los Obispos predicar la palabra de Dios en cualquier 
lugar, incluso en iglesias y oratorios de los institutos religiosos de 
derecho pontificio, salvo que el Obispo del lugar se oponga expresa-
mente en un caso particular (c. 763). 
Por el contrario, para la predicación de un presbítero o de un 
diácono el Código de 1983 «no habla de derecho a predicar, sino de 
facultad, que puede ser limitada o retirada por el Ordinario. En efecto, el 
sacerdocio del presbítero y el ministerio del diácono implican una 
situación jurídica pública que les capacita para desempeñar el ministerio 
de la predicación. Pero corresponde al Obispo la vigilancia respecto a los 
ministros facultados para predicar, con el fin de que la predicación 
cumpla con el cometido propio de su naturaleza (cfr. c. 762)» 7 1. 
De todas formas los presbíteros y diáconos tienen la facultad de 
predicar en todas partes, con el consentimiento, al menos presunto, del 
rector de la iglesia, y siempre que esa facultad no les haya sido 
restringida o quitada por el Ordinario competente, y que no se requiera 
licencia expresa por una ley particular (c. 764). 
Esta facultad se contempla en el c. 764 con un criterio muy amplio, 
69. «Sic ministerium ecelesiasticum divinitus institutum diversis ordinibus exercetur 
ab illis qui iam ab antique Episcopi, Presbyteri, Diaconi vocantur. Presbyteri, quamvis 
pontificatus apicem non habeant et in exercenda sua potestate ab Episcopis pendeant, cum 
eis tarnen sacerdotali honore coniuneti sunt et vi Sacramenti Ordinis, ad imaginem Christi, 
summi atque aeterni Sacerdotis (cfr. Hebr 5,1-10; 7-24; 9, 11-28), ad Evangelium 
praedicandum fidelesque pascendos et ad divinum cultum celebrandum consecratur, ut veri 
sacerdotes Novi Testamenti» (Lumen Gentium, n. 28). 
70. Cfr. Lumen Gentium, n. 29. 
7 1 . TEJERO, E., Comentario al c. 764, en Código de Derecho Canónico, Pamplona 
1983, pp. 479-480. 
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aunque igualmente se prevé la posibilidad de establecer otros criterios 
que la limiten, por ejemplo exigiendo una licencia expresa72. 
Así, se exigirá la petición de una licencia en los siguientes 
supuestos: 
- Cuando lo requiera una ley particular. Será competente para 
conceder esa licencia el autor de tal ley particular. 
- Para predicar a los religiosos en sus iglesias u oratorios. 
Otorgará la oportuna licencia el Superior competente a tenor de las 
constituciones (c. 765). 
- Un Ordinario del lugar puede conceder licencia para predicar a un 
presbítero o diácono a quien su Obispo se la ha retirado o restringido. En 
este caso, en la medida de lo posible, el Ordinario del lugar debe oír 
antes al Ordinario del presbítero o diácono, y conocer las razones de su 
negativa73. 
La licencia que se menciona en estos cánones hay que entenderla 
más bien como un permiso, que posibilita la predicación en unos lugares 
en los que, sin tal licencia, estaría prohibida. 
En el canon 766 se contempla la posibilidad de que los laicos 
puedan ser admitidos a predicar en una iglesia u oratorio, si en 
determinadas circunstancias hay necesidad de ello, si lo aconseja la 
utilidad en un caso particular, y siempre según las prescripciones de la 
Conferencia Episcopal. 
En principio son los ministros de la Eucaristía quienes están 
facultados para predicar, por la relación que existe entre predicación y 
72. «Aunque este c. trata con criterio amplio la facultad de los presbíteros y diáconos 
para predicar, pretende no inferir en la posible fijación de criterios más limitadores de esta 
facultad, que exijan licencia expresa para que puedan predicar los presbiterios y los 
diáconos en las circunstancias que pueda fijar el derecho particular» (Jbidem, p. 480). 
73 . Hemos trasladado aquí el c. 971 en el que se afirma que un Ordinario del lugar no 
debe conceder a un presbítero la facultad de oír habitualmente confesiones sin haber oído 
antes al Ordinario del presbítero, aunque éste tenga su domicilio o quasi domicilio dentro 
del ámbito de su jurisdicción. 
Si a un diácono o presbítero su Ordinario le impide predicar, es de suponer que esa pro-
hibición afecta al clérigo esté donde esté, y si quiere predicar deberá pedir la licencia al Or-
dinario del lugar en donde se encuentre. El Ordinario de ese lugar antes de proceder a la con-
cesión de la licencia, deberá cerciorarse de los motivos que indujeron al Ordinario del 
presbítero o diácono -por ejemplo, mediante una consulta- para restringir o quitar la 
faultad. 
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Eucaristía. Esta última aparece como punto de partida y lugar de llegada 
de la predicación74. 
Pero si se dan las circunstancias expuestas en el c. 766 y se excluye 
la homilía, que se reserva -como parte de la misma liturgia- al sacerdote 
o diácono, como se advierte en el c. 767 § 1, los laicos pueden ser 
admitidos para predicar la palabra de Dios. 
Se trataría, en este caso, más que de una licencia, de una facultad en 
sentido estricto, que se hace operativa mediante una concesión: «Son 
concesiones (...) el nombramiento de un acólito o laico (deputatus) para 
administrar la Sagrada Comunión (910 § 2), o para realizar otras 
funciones ministeriales (c. 230 § 3)» 7 5. 
En efecto, el c. 230 § 3 establece que donde lo aconseje la necesidad 
y no haya ministros, los laicos, incluso sin ser lectores o acólitos, les 
pueden suplir en alguna de sus funciones, como son la de ejercitar el 
ministerio de la palabra, presidir oraciones litúrgicas, administrar el 
bautismo y dar la Sagrada Comunión, según las prescripciones del 
derecho. La predicación habría que incluirla dentro de estas funciones 
ministeriales. Para la licitud se requiere, por tanto, que exista caso de 
necesidad y la carencia de clérigos. 
Conviene, finalmente, recordar que no se considera predicación la 
que no se hace en un lugar sagrado, ni tampoco la instrucción catequética 
aunque se imparta en una iglesia. 
En los supuestos contemplados cabe distinguir dos casos claramente 
diferenciados: cuando se trata de ministros sagrados, y cuando se refiere 
a los varones laicos. 
Respecto a los ministros sagrados se puede afirmar que no se trata 
de una auténtica facultad, por el mismo motivo que expusimos al tratar 
74. «In Sanctissima enim Eucharistia totum bonum spirituale Ecclesiae continetur, 
ipse scilicet Christus, Pascha nostrum panisque vivus per Carnem suam Spiritu Sane to 
vivificatam et vivificantem vitam praestans hominibus, qui ita invitantur et adducuntur ad 
seipsos, suos labores cunctasque res creatas una cum Ipso offerendos. Quapropter 
Eucharistia ut fons et culmen totius evangelizationis apparet, dum catechumeni ad 
participationem Eucharistiae paulatim introducuntur, et fideles, iam sacro baptismate et 
confirmatione signati, piene per receptionem Eucharistiae Corpori Christi inseruntur» 
(Presbyteromm Ordinis, n. 5). 
75 . LABANDEIRA, E., Naturaleza cit., pp. 976-977. 
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de la facultad de oír confesiones: no se confiere ningún poder nuevo que 
no se hubiera recibido ya con la recepción del Sacramento del Orden. 
Es más bien una licencia, en el sentido de licencia-permiso, que 
posibilita la predicación, pero que no afecta a la validez en caso de 
incumplimiento por parte del sujeto. 
En el caso de los laicos es una auténtica facultad por conferir algo 
nuevo que no se poseía antes. Es una habilitación, realizada a través de 
una concesión, por la que se otorga un nuevo poder para que el sujeto 
pueda desarrollar unos comportamientos determinados y realizar algunas 
„ actividades concretas. 
Como es la concesión de una facultad de la que carece el sujeto, no 
podemos hablar aquí de un acto de control: no limita la capacidad 
de obrar, sino que amplía la esfera de poderes en determinadas 
situaciones. 
4. La venia 
El término venia aparece en el Código actualmente vigente en 3 
lugares, y se utiliza en dos sentidos diferentes. 
Un primer sentido es el que se recoge en los cánones 959 y 1152 7 6, 
y es utilizado como un sinónimo de perdón: perdón de los pecados en el 
caso del canon 959 y perdón a la comparte adúltera en el canon 1152 
§ 1. 
El otro sentido en el que se emplea la palabra venia -el que nos 
interesa- se recoge en el canon 649 § 2: «De venia competentis Su-
perioris maioris, prima professio anticipan potest, non ultra quindecim 
dies». 
76. C. 959: «In sacramento paenitentiae fideles peccata legitimo ministro confi-
tentes, de iisdem contriti atque propositum sese emendandi habentes, per absolutionem ab 
eodem ministro impertitam, veniam peccatorum quae post baptismum commiserint a Deo 
obtinent simulque reconciliantur cum Ecclesia, quam peccando vulneraverunt». 
C. 1152 § 1: «Licet enixe commendetur ut coniux, caritate Christiana motus et boni 
familiae sollicitus, veniam non abnuat comparti adulterae atque vitam coniugalem non 
disrumpat, si tamen eiusdem culpam expresse aut facite non condonaverit, ius ipse est 
solvendi coniugalem convictum nisi in adulterio consenserit aut eidem causam dederit aut 
ipse quoque adulterium commiserit». 
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Al Superior mayor del Instituto religioso se le faculta -concesión 
hecha por el propio Derecho: concesión a iure- para dispensar a un 
subdito suyo, para que realice su primera profesión anticipadamente, en 
un plazo de tiempo no superior al de 15 días. Si el Superior diera su 
consentimiento para un plazo mayor al establecido en el derecho, sería 
un acto inválido. 
Pero esto, como ya hemos puesto de manifiesto anteriormente, no 
es un acto de control administrativo. En cambio sí que es un control 
administrativo, del tipo de las autorizaciones, la venia que -facultado por 
el Derecho- otorga el Superior mayor del Instituto religioso para que el 
Superior del noviciado realice la dispensa: si éste realizara el acto sin la 
venia, el acto sería inválido. 
B. Los controles del canon 127: consentimiento e informes 
Un acto jurídico es válido cuando ha sido realizado por una persona 
capaz, concurren los elementos que esencialmente constituyen ese acto, 
y cumple las formalidades y requisitos impuestos por el derecho para la 
validez del acto7 7. 
Si un acto fuera realizado por una persona capaz, y en él concurren 
los elementos esenciales, pero no se cumplen otros requisitos o 
condiciones que la ley positiva puede exigir, el acto sería ipso iure nulo, 
o podría ser anulado por sentencia del juez 7 8. 
Entre las solemnidades previstas en el c. 124 nos encontramos con 
dos, el consentimiento y el consejo, que son las que vamos a analizar a 
continuación. El canon 127 regula los requisitos para la validez de 
aquellos actos que necesitan el consentimiento o el consejo de otras 
personas físicas o jurídicas. 
7 7 . C . 124 § 1: «Ad validitatem actus iuridici requiritur ut a persona habili sit positus, 
atque in eodem adsint quae actum ipsum essentialiter constituunt, necnon sollemnia et 
requisita iure ad validitatem actus imposita». 
7 8 . «Además, la ley positiva puede requerir otras formalidades (forma) y condiciones 
que no afectan a la existencia del acto, pero sin cuya presencia el acto sería nulo ipso iure 
(invalidez), o al menos podría ser anulado por sentencia del juez (rescindibilidad)» 
(MOLANO, E., Comentario al canon 124, en Código de Derecho Canónico, Pamplona 1983 , 
p. 126 ) . 
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1. El canon 127 
Si el derecho establece que el Superior para realizar ciertos actos 
necesita el consentimiento o consejo de un colegio o grupo de personas, 
este colegio o grupo se debe convocar con las indicaciones establecidas 
en el canon 166, a no ser que en el derecho particular o propio se 
disponga otra cosa (c. 127 § 1). 
Convocado el colegio o grupo de personas a tenor del derecho, para 
la validez de los actos los posibles caminos son dos: 
1) El consentimiento de la mayoría absoluta, es decir, de la mitad 
más uno de los asistentes. 
2) Pedir el consejo de todos. 
Estas dos vías en ocasiones pueden ser contradictorias. Pudiera 
ocurrir que, en un hipotético caso, se pida el consejo de todos y que el 
consejo de la mayoría absoluta sea negativo. 
El parágrafo segundo de este canon establece que si el Superior, 
para realizar algunos actos, necesita el consentimiento o el consejo de un 
grupo de personas, se debe tener en cuenta que: 
- Es inválido el acto del Superior si no solicita el consentimiento 
cuando éste sea exigido. 
- Igualmente es inválido el acto del Superior en el caso de que no 
escuchara el consejo cuando se exige consejo. Se establece también que 
el Superior no tiene obligación de seguir el parecer -aunque sea unánime-
de los que le informan. Pero no deberá apartarse del dictamen que le 
proporcionen, sobre todo si es concorde, si no hay una razón 
poderosa. 
Aquellos que han de manifestar su consentimiento o dar su consejo, 
tienen la obligación de manifestar sinceramente su opinión, y guardar 
cuidadosamente secreto, si lo requiere la gravedad del asunto (§ 3). 
Este canon, brevemente descrito, establece una clara diferencia entre 
consentimiento y consejo, por tratarse de dos institutos jurídicos 
diversos. Pero, aunque se diferencien, tienen ambos unos efectos 
comunes: hacen inválido el acto que se realice sin haber solicitado el 
consentimiento o el consejo cuando éstos vengan exigidos. Inválidos por 
no cumplir las disposiciones del c. 124: faltan al acto las debidas 
solemnidades. 
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2. El consentimiento 
El consentimiento se puede analizar, según los casos, desde un 
doble punto de vista: como un acto por el cual se autoriza a una autoridad 
administrativa para realizar un determinado acto jurídico; o como una 
limitación al poder del que goza la competente autoridad. Ambos casos 
son manifestaciones de la actividad de control. 
Vamos a estudiar, a continuación, los dos aspectos. 
a) El consentimiento como autorización y limitación del poder de la 
autoridad 
El consentimiento en el sentido de una autorización administrativa 
es el que se recoge de una forma más abundante en el Código 
actual. 
Las autorizaciones, como hemos visto, se dan cuando el sujeto es 
capaz de actuar, pero encuentra un obstáculo puesto por la competente 
autoridad. Para que el acto que realice ese sujeto capaz sea válido, es 
necesario remover previamente ese obstáculo. 
En el caso que nos ocupa ahora la autoridad ha puesto un obstáculo 
a la libre actuación del sujeto; y el obstáculo colocado es la necesidad de 
un consentimiento previo. Será necesaria, para la validez del acto, la 
remoción de esa traba mediante la solicitud de dicho consentimiento. Se 
trata, por lo tanto, de un evidente acto de control: el consentimiento 
autoriza; el no consentimiento, prohibe; y la falta de consentimiento, 
hace al acto inválido, a tenor de los cánones 124 y 127. 
Son muchos los supuestos en los que se pone de manifiesto este 
acto de control, realizado por la autoridad o por aquellos organismos, 
grupo de personas o personas que la propia autoridad ha previsto. 
Veamos algunos de ellos, sin ánimo de ser exhaustivos: 
- El Administrador diocesano no puede conceder la incardinación 
ni la excardinación, ni la licencia para trasladarse a otra iglesia particular, 
a no ser que haya transcurrido un año con la sede episcopal vacante, y 
con el consentimiento del Colegio de Consultores (c. 272). 
- Compete al Metropolitano convocar el Concilio provincial, fijar 
la sede donde se celebrará y establecer el orden de trabajo y las 
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cuestiones que han de tratarse, con el consentimiento de la mayoría de 
los Obispos diocesanos (c. 442 § 1). 
- El Administrador diocesano no puede remover de su oficio al 
canciller de la curia ni a los otros notarios sin el consentimiento del 
Colegio de Consultores (c. 485). 
- El Superior de un instituto religioso necesita el consentimiento de 
su consejo para proceder a la realización de determinados actos de 
administración (c. 638 § 3); conceder a un profeso de votos perpetuos al 
indulto de exclaustración (c. 686 § 1); conceder a un profeso de votos 
temporales el indulto de dejar el instituto (c. 688 § 2); etc. 
En otros casos, nos parece que el consentimiento supone una 
limitación al poder del que goza la autoridad competente. Son cauces 
previstos para desarrollar la actividad de control, y también una 
manifestación clara de la autonomía de que goza, en algunos aspectos, la 
Iglesia particular. Algunos ejemplos: 
- Para que el Obispo diocesano pueda cumplir o consentir 
determinados actos de administración y enajenación, necesita el 
consentimiento del Colegio de Consultores y del Consejo para asuntos 
económicos. 
- El Superior competente dará su consentimiento para que el 
Obispo diocesano confíe una parroquia a un instituto religioso clerical o 
a una sociedad clerical de vida apostólica (c. 520 § 1); o para conferir un 
oficio eclesiástico a un religioso (c. 682 § 1). 
- Respecto al Consejo Presbiteral: goza únicamente de voto 
consultivo, y el Obispo diocesano lo escuchará en los asuntos de mayor 
importancia. En cambio, tendrá necesidad de su consentimiento en los 
casos expresamente determinados por el derecho (c. 500 § 2). Sin 
embargo, tales casos no han sido previstos en el Código7 9. 
79. Vamos a resumir el camino recorrido por los Consejos presbiterales. Su creación 
se prevé en el Concilio Vaticano II: «Ut vero id ad effectum deducatur, habeatur, modo 
hodiernis adiunctis ac necessitatibus accommodato, forma ac normis iure determinandis, 
coetus seu senatus sacerdotum, Presbyterum representantium, qui Episcopum in regimini 
dioeceseos suis consiliis efficaciter adiuvare possit» (Presbyterorum Ordinis, n. 7). 
En el M.P. Ecclesiae Sanctae, (6.VIII.1966), n. 15 se concreta más esta sugerencia del 
Concilio ya que establece la necesidad de este consejo, instituido en el modo y en la forma 
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b) Otros sentidos del término consentimiento 
Ya hemos hecho referencia a que la terminología empleada en el 
Codex no es uniforme: no se utilizan los términos en una forma unívoca. 
En el caso del término consentimiento constatamos de nuevo este 
hecho. 
Por ejemplo, el c. 868 § 1 establece que para bautizar lícitamente a 
un niño se requiere que al menos uno de sus progenitores, dé el 
consentimiento. Aquí hay que entender este consentimiento como un 
mero permiso, ya que la validez del sacramento no depende del 
consentimiento de los padres del niño, por lo que no encaja en los 
supuestos de invalidez contemplados en el c. 124. 
En el mismo sentido se deben interpretar otros supuestos, como los 
contemplados en los cánones siguientes: 
- c. 1031 § 2: consentimiento de la mujer, para que su marido sea 
admitido en el diaconado permanente. 
- c. 764: del rector de la iglesia para que un presbítero o un 
diácono puedan predicar en su iglesia. 
- c. 1177 § 2: del rector de la iglesia para que se celebren en su 
iglesia las exequias de un difunto. 
- c. 488: Del Obispo o del moderador de la Curia juntamente con el 
del canciller, para sacar algún documento del archivo de la Curia. 
Un significado muy distinto al de permiso es el que tiene el 
consentimiento matrimonial, acto de la voluntad por el que un hombre y 
una mujer se dan y se aceptan recíprocamente para constituir matri-
monio, con un pacto irrevocable (c. 1057 § 2). La falta de consen-
timiento no hace inválido un matrimonio sino que no hay tal matrimonio: 
no es nulo, no existe. 
fijadas por el propio Obispo. En este Consejo «Episcopus sacerdotes suos audiat, consulat 
et cum eis colloquatur de iis quae ad necessitates operis pastoralis et bonum dioecesis 
spectant». 
A través de Presbyteri Sacra de 11.IV. 1970 se especifica aún más los documentos 
anteriores, la regulación de los Consejos Presbiterales pasa al Código de Derecho 
Canónico. En el canon 500 § 2 al que nos hemos referido se le otorga un carácter 
meramente consultivo, pero se contempla la posibilidad de tener, en el futuro, un mayor 
protagonismo en el gobierno de la diócesis. Este canon es, por tanto, susceptible de un 
desarrollo posterior. 
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En resumen, podemos decir que el consentimiento es un acto de 
control administrativo -y dentro de los distintos tipos de control se trata 
de una autorización- solamente en aquellos supuestos a los que se puede 
aplicar directamente el contenido del c. 127 § 2, I a: cuando para realizar 
un acto se exija un previo consentimiento, cuya falta dé origen a la 
invalidez del acto. 
Se puede calificar de control administrativo aunque el que consienta 
no sea propiamente una autoridad ejecutiva, ya que el propio Derecho les 
faculta para desempeñar esa actividad. 
3. Los informes 
Se trata de otra de las formas de control administrativo contemplado 
en el c. 127. Controles preventivos, pues deben ser anteriores a la 
ejecución del acto. 
Los informes son aquellos estudios, que solicita la autoridad com-
petente que pretende realizar un acto, con el objeto de conocer la opinión 
de los peritos de la materia de que se trate. Ayudan al buen gobierno y 
los que los realizan colaboran con la autoridad, proporcionando unos 
datos -la mayoría técnicos- que aquella muchas veces no tiene por qué 
conocer. 
Los informes pueden ser facultativos, si se deja a la autoridad la 
posibilidad de solicitarlos o no; y preceptivos, cuando se le impone la 
obligación de pedirlos. El acto que se ejecute será inválido cuando el 
Derecho establezca la obligación de solicitar ese consejo, y no se observe 
tal obligación, ya sea por inadvertencia o por negligencia. 
Los informes facultativos proporcionan unos datos a los que la 
autoridad, aunque los tenga en cuenta, no tiene por qué ajustarse; 
mientras que es una división clásica la que distingue, dentro de los 
informes preceptivos, los informes vinculantes y los no vinculantes. 
En los informes no vinculantes la autoridad competente puede actuar 
en el sentido que le parezca más oportuno, incluso contradiciendo el 
dictamen del informe. En cambio, los vinculantes obligan a actuar tal y 
como se prescribe en el dictamen. La autoridad, frente al dictamen 
vinculante, tiene dos opciones: o no realizar el acto que pretendía, o 
ejecutarlo siguiendo exactamente las directrices trazadas en el informe. 
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En el Derecho Canónico se aprecia la existencia de informes 
facultativos y preceptivos. En el Código se recogen en abundantes 
cánones, pero no se contempla el caso de los informes vinculantes. El 
mismo c. 127 § 2, 2S echa por tierra la posibilidad de su existencia: el 
Superior no está obligado a seguir el parecer, aun unánime, del informe; 
si existe una razón más poderosa puede apartarse de lo que se establezca 
el dictamen. 
a) Informes facultativos 
Recogemos, a continuación, algunos ejemplos en los que está 
prevista, en el Codex, la petición facultativa del consejo (consejo que se 
suele proporcionar a la autoridad mediante la elaboración de un 
informe). 
Antes de emitir un decreto singular, la autoridad debe recoger las 
informaciones y pruebas necesarias y oír, en la medida de lo posible, a 
aquellos cuyos derechos puedan ser dañados (c. 50). 
La autoridad eclesiástica competente nombra directamente al capellán 
o al asistente eclesiástico de una asociación pública, después de haber 
oído, si resulta conveniente, a los oficiales mayores de dicha asociación 
(c. 317 § 1). 
El Ordinario del lugar no debe conceder la facultad de oír 
confesiones a un presbítero, aunque tenga el domicilio o cuasidomicilio 
en el ámbito de su jurisdicción, sin haber oído antes, en la medida de lo 
posible, al Ordinario de ese presbítero. 
Como se puede apreciar se deja libertad a la autoridad competente 
para solicitar o no el informe; para pedir o no el consejo. Conviene 
advertir que, para la petición de ese consejo, el Código utiliza 
generalmente el verbo audire. 
b) Informes preceptivos 
En el Código son muchos los casos en los que está prevista la 
petición obligatoria del correspondiente consejo, previa a la realización 
del acto. Por ejemplo: 
- La autoridad competente no puede suprimir una asociación 
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pública sin haber oído antes a su presidente y a los otros oficiales 
mayores (c. 320 § 3). 
- El Sínodo diocesano se celebra en cada Iglesia particular cuando, 
ajuicio del Obispo diocesano y oído el parecer del Consejo presbiteral lo 
sugieran las circunstancias (c. 461 § 1). 
- Si el Obispo diocesano lo juzga oportuno, y oído el parecer del 
consejo presbiteral, se constituirá en cada parroquia un consejo pastoral 
(c. 536 § 1). 
- Para la construcción de una nueva iglesia, el Obispo diocesano 
no debe dar su consentimiento, si antes no ha oído el parecer del 
Consejo presbiteral y de los rectores de las iglesias vecinas (c. 1215 
§ 2) . 
- Un Superior mayor puede excluir de la sucesiva profesión, si 
existen causas justas, al religioso que ha terminado la profesión tempo-
ral, después de haber oído a su consejo (c. 689 § 1). 
- El Moderador mayor, escuchado su consejo, puede excluir, por 
una causa justa, a un miembro de la renovación de los vínculos sagrados 
(c. 726 § 1). 
c) Otros informes 
Aparte de los preceptivos y facultativos no existen más tipos de 
informes en el Derecho Canónico. Nos encontramos, en cambio, con 
una figura híbrida, a caballo entre ambos tipos de dictámenes. 
El Derecho, a veces, establece supuestos en los que es preceptiva la 
petición del informe si se dan unas circunstancias que no están 
determinadas. Si el Superior, o la autoridad, competente juzga que, en 
un caso concreto, concurren tales circunstancias, se le impone la 
obligación de solicitar consejo. Se deja a la autoridad la posibilidad de 
decidir si se dan o no tales circunstancias. Según cuál sea la decisión se 
prescribe el informe, o se deja a la autoridad la libertad de actuación. Es 
una manifestación de lo que se conoce con el nombre de conceptos 
jurídicos indeterminados80. 
80. «La doctrina y la jurisprudencia entiende por conceptos jurídicos indeterminados 
aquellos supuestos exigidos para la legalidad de la actividad administrativa que vienen 
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Un ejemplo muy claro de lo que acabamos de exponer, lo encon-
tramos en el c. 500 § 2. Ahí se establece que el Consejo presbiteral goza 
sólo de voto consultivo; y el Obispo diocesano debe oírlo en los asuntos 
de más importancia. 
Algunos asuntos en los que hay que oír al Consejo presbiteral se 
indican en el Código (ce. 461 § 1, 515 § 2, 531, 536 § 1, 1215 § 2 y 
1222 § 2), pero otros se enuncian de una manera indeterminada: in 
negotiis maioris momenti. Corresponde al Obispo diocesano decidir 
cuándo se da un asunto de más importancia; pero desde el momento en 
que determina que se da realmente ese supuesto, entonces debe escuchar 
al Consejo presbiteral, antes de proceder a la actuación. En estos casos la 
convicción de que se verifica el supuesto indeterminado previsto por las 
normas, convierte en preceptiva la petición de consejo. 
Para concluir, podemos decir que, puesto que no se recogen en el 
actual Código unos informes cuyo contenido vincule a una actuación 
determinada, no existe un verdadero control administrativo por esta 
vía. 
Los informes que se recogen son meras declaraciones de juicio, 
muy valiosos por los datos que aportan, y por su contribución al buen 
gobierno. Es conveniente seguir las indicaciones recogidas en ellos, 
como se establece en el c. 127 § 2, 2 2 , pero si se desoyen por una causa 
justa, por que lo aconsejen las circunstancias, etc., el acto que se sigue 
no es inválido (sólo sena inválido por no pedir el informe cuando el 
derecho prescribe que debe solicitarse). 
Si en el derecho secular esta forma de control es muy débil, mucho 
más lo es en el Derecho Canónico, hasta el punto de poder afirmar que 
enunciados pero no definidos por el ordenamiento de manera precisa, es decir, que carecen 
de unos contomos y un contenido claramente fijados, por lo que pueden plantearse dudas 
sobre su interpretación. A modo de ejemplo citaremos los conceptos de inmueble ruinoso, 
precio justo, daño grave, ruido molesto, indemnización adecuada, causa justa, diligencia o 
negligencia, etc. Ante uno de estos casos, la autoridad apoderada por la norma debe valorar 
los hechos a la luz del correspondiente concepto, con el fin de adoptar la única decisión 
autorizada. Pero como ese concepto jurídico es indeterminado, debe interpretarlo aplicando 
las máximas de experiencia que pertenecen al acervo cultural común y que, sin ser normas 
jurídicas, tienen el mismo carácter general que éstas» (LABANDEIRA, E., Tratado..., cit., pp. 
2 5 7 - 2 5 8 ) . 
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no existe tal control. Solamente sería operativa esta posibilidad de 
control por vía contencioso-administrativa: recurrir judicialmente, para 
que los tribunales juzguen si ha habido una causa justa para desoír el 
informe, o si realmente las circunstancias aconsejaban no seguir las 
indicaciones del dictamen. 
I I . CONTROLES SUCESIVOS 
A. La aprobación 
La aprobación es un acto por el cual una autoridad administrativa, 
competente para ello, realiza una función de control sobre otro acto, ya 
perfecto en cuanto a su elaboración. Ese acto de aprobación hace posible 
que el acto sometido a control pueda desplegar los efectos jurídicos que 
pretendía. 
Consiste en un juicio y una declaración de voluntad. Juicio que se 
pronuncia sobre la legitimidad o la oportunidad del acto que se controla. 
En el caso de que ese juicio sea favorable, se hace una declaración de 
voluntad que posibilita la ejecución del acto que se revisa. 
La diferencia con la autorización es, por lo tanto, muy clara. La 
autorización es anterior a la ejecución del acto; es presupuesto del acto y 
requisito para que el acto que se va a realizar sea válido. La aprobación, 
en cambio, es sucesiva: se realiza sobre un acto ya formado; y es un 
requisito que afecta a la eficacia del acto. 
1. Dificultades 
La mayor dificultad que nos encontramos al tratar esta cuestión no 
es la primera vez que nos aparece, pues ya topamos con ella al estudiar 
otras manifestaciones de la actividad de control. Deriva de que el 
instituto de la aprobación no recibe un tratamiento homogéneo: el mismo 
término se aplica a realidades diversas, y muchas veces no se co-
rresponde exactamente con lo que se entiende por aprobaciones admi-
nistrativas. 
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2. Sujetos de la aprobación 
No nos vamos a detener mucho en este epígrafe, ya que sólo nos 
interesa exponer otra dificultad que encontramos en el Derecho 
Canónico. 
Dos son los sujetos de toda aprobación. En primer lugar está el 
sujeto activo, aquel que realiza la función de control, a través del examen 
minucioso del acto que le es presentado. En segundo lugar, quien 
presenta el acto para su consecutiva aprobación es el sujeto pasivo. 
Se puede decir que el sujeto activo es, respecto a sus subditos, 
quien ostenta una potestad de régimen ejecutiva. 
Pero conviene recordar que quien goza de capitalidad, tanto en la 
Iglesia universal como dentro del ámbito de alguna Iglesia particular o 
una comunidad a ella equiparada según el c. 368 8 1 , reúne en su persona 
toda la potestad de régimen: ejecutiva, legislativa y judicial. 
Habrá que distinguir, por lo tanto, cuándo la actuación del Romano 
Pontífice, de los Obispos diocesanos y de todos aquellos que han sido 
nombrados para regir una Iglesia particular o comunidad a ella 
equiparada a tenor del canon citado más arriba, se basa en la potestad 
legislativa, judicial o ejecutiva. Sólo en el ejercicio de esta última se 
puede hablar propiamente de una aprobación administrativa, como un 
instituto propio de la actividad de control. 
Los sujetos pueden ser dos órganos entre los que hay una relación 
de subordinación, y en ese caso la aprobación se produce por un 
cauce jerárquico. Pero pueden ser también dos entes distintos y 
entonces se habla de la aprobación como manifestación de la tutela 
administrativa. 
En el Derecho canónico se pueden dar ambos tipos de aprobaciones 
administrativas, ya que cabe hablar de una cierta descentralización en el 
seno de la Iglesia. 
8 1 . «Ecclesiae particulares, in quibus et ex quibus una et única Ecclesia catholica 
exsistit, sunt imprimis dioeceses, quibus nisi aliud constet, assimilantur praelatura 
teritorialis et abbatia territorialis, vicariates apostolicus et praefectura apostólica necnon 
administrado apostólica stabiliter erecta» (c. 368). 
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3 . Aprobaciones impropias 
Con este nombre queremos hacer alusión a los supuestos regulados 
en algunos cañones, en los que se recoge el término aprobación en un 
sentido que no es exactamente el que le corresponde. Veamos algunos 
casos: 
a) Sacerdote aprobado para oír confesiones 
En el c. 976 se dispone que cuando un penitente se encuentra en 
peligro de muerte, cualquier sacerdote puede confesar aunque esté 
desprovisto de la facultad de confesar. Puede absolver de cualquier 
censura y pecado -también al cómplice en un pecado contra el sexto 
mandamiento del Decálogo, como se dice en el c. 977-, aunque se 
encuentre presente un sacerdote aprobado. 
En este canon nos encontramos dos términos con sentidos 
diferentes: facultad y aprobación. Y, según nos parece, ninguno de los 
dos se ajusta a lo que realmente es el acto por el que se posibilita a un 
sacerdote administrar válidamente el sacramento de la penitencia. 
El término facultad, entendido en un sentido amplio e impropio, está 
bien utilizado aquí, como ya expusimos anteriormente al tratar de la 
facultad para oír confesiones. No está correctamente utilizada, en 
cambio, la expresión sacerdote aprobado, ya que al sacerdote se le 
autoriza a oír confesiones. 
En el c. 630 § 3 también aparece la expresión confesores ordinarios 
aprobados por el Ordinario del lugar, al tratar de los monasterios de 
monjas, casas de formación y comunidades laicales más numerosas. 
Aquí se autoriza a confesar a un determinado grupo de personas a un 
sacerdote que ya estaba previamente autorizado. 
Es como un reforzamiento del control administrativo ejercido por el 
Ordinario del lugar. Para oír las confesiones de los grupos de personas 
recogidos en el c. 630 § 3 se requiere una doble autorización: remover el 
obstáculo para poder confesar, y permitir confesar a esos grupos. 
En el caso que acabamos de exponer, el término aprobación no se 
utiliza con propiedad. Por el contrario, si es competencia de los 
Superiores el nombramiento de los confesores para esos grupos de 
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personas que se indican en el § 3 del c. 630, entonces la aprobación 
sucesiva del Ordinario del lugar es un verdadero acto administrativo de 
control. 
b) Libros 
Ya aludimos a las aprobaciones de libros al tratar el tema de las 
licencias, y en concreto de las licencias entendidas como un permiso. 
Nos remitimos al lugar correspondiente para no repetir la misma cuestión 
aquí: debemos recalcar, de todas maneras, que son auténticos permisos. 
De su incumplimiento, bien por publicar sin la aprobación o bien por no 
pedir la oportuna aprobación, no se sigue ninguna consecuencia jurídica, 
aunque en el sujeto que así actúa se dé una situación de ilicitud moral. 
Lógicamente, esto no significa que la autoridad no pueda tomar, a la 
vista de los hechos, las medidas disciplinares que estime oportunas. 
c) Aprobación de personas 
En algunos cánones del Código actualmente vigente, se puede 
observar que se utiliza la voz aprobación para referirse a algunas 
personas. No es el caso de los ce. 976 y 630 § que hemos visto 
recientemente y que hablan de sacerdote aprobado para oír confesiones. 
Ya dijimos que el término aprobado no se usa correctamente, y que 
debería decir autorizado. 
Nos referimos ahora a otros supuestos distintos: 
- En su diócesis, el Ordinario del lugar tiene el derecho de nombrar 
y aprobar los profesores de religión, o exigir que sean removidos si lo 
requiere una razón de religión o de moral (c. 805). 
Se puede afirmar que este canon diferencia «entre la facultad de 
aprobar y de nombrar a los profesores de religión. Cuando no se trata de 
una escuela dependiente de una persona jurídica diocesana, sólo 
corresponde al Ordinario local la facultad de aprobar a quien le sea 
propuesto como profesor de religión»82. El Ordinario local, después de 
asegurarse acerca de la idoneidad de esos profesores, los aprueba o los 
8 2 . GONZÁLEZ DEL VALLE, J.M., Comentario al c. 805, en Código..., cit., p. 500. 
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rechaza. Lo que ocurre es que no es un acto de control sobre el acto de 
una autoridad administrativa. 
- A la Conferencia Episcopal le compete elegir entre los Obispos 
diocesanos al presidente del Concilio plenario, que ha de ser aprobado 
por la Sede Apostólica (c. 441, 3 2). 
Estos dos ejemplos nos muestran la actividad de control que ejercita, 
en un caso el Ordinario del lugar y en otro la Sede Apostólica, pero no se 
trata de aprobaciones propiamente dichas, sino que son más bien unas 
confirmaciones a las propuestas de determinados nombramientos 
(profesores de religión y presidente del Concilio plenario). Es una forma 
diferente de desarrollar la actividad de control. 
d) Aprobaciones previas 
Se recogen también, en diversos cánones, unas aprobaciones ante-
riores a la emanación del acto o al desempeño de determinada actividad. 
Algunas veces se les denomina explícitamente aprobaciones previas, y 
evocan una idea de permiso. Se trataría más bien de una especie de licen-
cia aunque no se les denomine así. Podemos ver los ejemplos siguientes: 
- En el c. 775 § 2 se dice que Episcoporum conferentiae est, si 
utile videatur, curare ut catechismi pro suo territorio, praevia Sedis 
Apostolicae approbatione, edantur. Si ponemos en relación este canon 
con los que se refieren a la aprobación de libros (ce. 824-830) vemos 
que se evoca una idea de permiso más que de aprobación. 
- Aparece asimismo la expresión aprobación previa en el c. 1246 § 
2 al disponer ahí el legislador que compete a la Conferencia Episcopal, 
con la aprobación previa de la Santa Sede, suprimir o trasladar al 
domingo algunas de las fiestas de precepto. 
- En los ce. 350 § 5 y 1423 § 1 no se contiene la expresión previa 
aprobación, pero está latente en las líneas de esos cánones. El c. 350 § 5 
establece que el traspaso de un Cardenal a otro título o a otra diaconía, 
debe hacerse con la aprobación del Romano Pontífice. El c. 1423 § 1 
indica que con la aprobación de la Sede Apostólica, varios Obispos 
diocesanos, pueden constituir de común acuerdo en sus diócesis, un 
único tribunal de primera instancia, en lugar del tribunal diocesano, al 
que se refiere los cánones 1419-1421. 
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En estos ejemplos que acabamos de exponer se utiliza el término 
aprobación en un sentido que no le corresponde. En efecto, es carac-
terístico de la aprobación basarse en un examen profundo del acto una 
vez que éste ha sido formado. En cambio, la aprobación previa no es tal 
aprobación, ya que -por propia naturaleza- nunca puede ser anterior a la 
emanación del acto. 
En los ce. 775 § 2, 1246 § 2, 350 § 5 y 1423 § 1 parece aludirse, 
más bien, a un permiso que se solicita a la competente autoridad para 
proceder legítimamente. 
4. Las aprobaciones administrativas del Código de 1983 
Dentro de las aprobaciones como actos mediante los cuales la 
competente autoridad ejecutiva desempeña una función de control, para 
salvaguardar intereses más generales del entero ordenamiento canónico, 
vamos a detenernos en unos ejemplos concretos que recogemos a 
continuación. Pensamos que son verdaderos actos administrativos, 
de los llamados de control, pero dejamos la valoración para más 
adelante. 
a) Aprobación de estatutos 
Los estatutos que rigen a una persona jurídica ya han sido 
elaborados, y sucesivamente se someten a la aprobación de la autoridad 
competente. Veamos algunos casos: 
- Los estatutos de un Santuario internacional son aprobados por la 
Santa Sede; los estatutos de un santuario nacional, en cambio, son 
aprobados por la Conferencia Episcopal (c. 1232 § 1). 
- Ninguna corporación o fundación que quiera gozar de persona-
lidad jurídica puede obtenerla si antes no han sido aprobados sus 
estatutos por la competente autoridad (c. 117). 
- Los estatutos de toda asociación pública -y también su modifi-
cación y revisión- necesitan la aprobación de la autoridad eclesiástica a 
quien compete su erección (c. 314). 
- Ninguna asociación privada puede conseguir la personalidad 
jurídica sin la aprobación de sus estatutos, por parte de la autoridad 
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eclesiástica según el c. 312 § 1; sin embargo, tal aprobación no modifica 
la naturaleza privada de dicha asociación (c. 322 § 2). 
- Todo cabildo, ya sea catedral ya sea de una colegiata, debe tener 
sus propios estatutos, elaborados mediante un legítimo acto capitular y 
aprobados por el Obispo diocesano; esos estatutos no se pueden 
modificar ni abrogar sin la aprobación del Obispo diocesano (c. 505). 
- También el Consejo presbiteral debe tener sus propios estatutos 
aprobados por el Obispo, que debe atenerse para proceder a la aproba-
ción a las normas emanadas por la Conferencia Episcopal (c. 496). 
b) Aprobación de Constituciones 
Es tarea de la jerarquía eclesiástica regular la práctica de los consejos 
evangélicos. Además acoge las reglas propuestas por hombres y mujeres 
y una vez ordenadas las aprueba83. Es decir, que la aprobación de los 
Institutos de vida consagrada es necesaria. Aunque la Iglesia respete el 
carisma fundacional de la institución, la aprobación incide en un mo-
mento posterior, y mediante ella tal institución adquiere una relevancia 
jurídica que antes no poseía. 
Es, también, la competente autoridad eclesiástica quien aprueba el 
código fundamental o las constituciones de un instituto de vida consa-
grada, como se indica en el c. 587 § 2. Esa autoridad que aprueba será la 
Sede Apostólica si se tratara de un instituto de vida consagrada de 
derecho pontificio, o el Obispo de la sede principal para los institutos de 
vida consagrada de derecho diocesano (cfr. c. 595 § 1). 
c) Aprobación de reglamentos 
Hay algunos reglamentos que, para su posterior eficacia jurídica, 
requieren la sucesiva aprobación por parte de la autoridad competente. 
83. «Cum ecclesiasticae Hierarchiae munus sit Populum Dei pascere et ad pascua ubér-
rima ducere (cf. Ez. 34, 14), ad ipsam spectat evangelicorum consiliorum praxim, quibus 
perfectio caritatis erga Deum et proximum singulariter fovetur, legibus suis sapienter mo-
deran. Ipsa etiam, Spiritus Sancti impulsus dociliter sequens, regulas a praeclaris viris et 
mulieribus propositas recipit et ulterius ordinatas authentice adprobat, necnon Institutis ad 
aedifícationem Corporis Christi passim erectis, ut secundum spiritum fundatorum crescant 
atque floreara, auctoritate sua invigilante et protégeme adest» (Lumen Gentium, n. 45). 
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Por ejemplo, en el c. 242 § 1 se establece que la Conferencia Epis-
copal elabore un reglamento de formación sacerdotal que, teniendo en 
cuenta las normas establecidas por la suprema autoridad de la Iglesia, 
debe ser aprobado por la Santa Sede. Posteriormente se puede adecuar 
ese reglamento a las nuevas situaciones, pero siempre con la aprobación 
de la Sede Apostólica. 
En el c. 243 se dice que cada seminario debe tener, además, su 
propio reglamento aprobado por el Obispo diocesano, o si se trata de un 
seminario interdiocesano, aprobado por los Obispos interesados. En ese 
reglamento se deben adaptar las normas del Reglamento de formación 
sacerdotal a las situaciones concretas, y determinar las cuestiones 
disciplinares que hagan referencia a la vida diaria de los alumnos y al 
buen orden en todo el seminario. 
d) Valoración final de las aprobaciones de estatutos, constituciones 
y reglamentos 
Pensamos que los ejemplos mencionados son clara manifestación de 
la actividad de control a través del instituto de la aprobación, ya que los 
estatutos no adquieren eficacia jurídica o las constituciones y reglamen-
tos no obligan, si antes no han sido aprobados por la competente 
autoridad: depende del éxito positivo de este control que puedan tener 
una relevancia jurídica. 
Debemos recordar aquí que la autoridad a la que se somete el acto se 
limita a aprobar o rechazar, pero cabe también la aprobación condi-
cionada: para proceder a la aprobación la autoridad exige unas modifica-
ciones. Es decir, bajo un aspecto se rechaza o deniega la aprobación, 
pero bajo otro se otorga una aprobación para un acto futuro. 
Esta cuestión se puede presentar con frecuencia, a la hora de aprobar 
los estatutos de una asociación, las constituciones de un instituto de vida 
consagrada, reglamentos de un seminario, etc. La autoridad los examina 
minuciosamente, comprueba la legitimidad como también la oportu-
nidad... y procede, después de emitir el correspondiente juicio, a hacer 
una declaración de voluntad que hace posible que el acto sometido a 
control adquiera eficacia en el campo jurídico. 
Pero no sólo se limita a aprobar o a denegar la aprobación, sino que 
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el bien público eclesiástico, en muchas ocasiones, exigirá que la autori-
dad realice algunas reformas o modificaciones. Esto es algo que se sale 
de la habitual forma de proceder, en el derecho secular, de la autoridad 
que ejerce este tipo de control, pero, aunque no sea lo ordinario, se dan 
también este tipo de aprobaciones condicionadas. Ya vimos que la 
doctrina interpretaba estas modificaciones como sugerencias señaladas 
por parte de la autoridad. 
Por lo que se refiere a estatutos, constituciones y reglamentos no 
hay duda de que se trata de una aprobación. Queremos exponer, a conti-
nuación, qué tipo de control se desarrolla cuando se pretenden reformas 
o modificaciones, una vez que ya han sido aprobados los estatutos, 
reglamentos o constituciones. 
Si se pretende modificar algo que ya estaba previamente aprobado, 
el control que se desarrolla es doble: uno preventivo y otro sucesivo. 
I 2 Preventivo, pues se debe solicitar autorización a la autoridad 
competente -la que aprobó- para proceder a las reformas que se 
pretenden. Esto está previsto en el propio Código, para algunos casos 
como los contemplados en los ce. 242 § 1, 314, 505 y 595 § 1, pero lo 
ahí indicado puede hacerse extensivo a todo tipo de estatutos, 
constituciones y reglamentos. Por lo tanto cualquier modificación que se 
realice sin contar con la previa autorización resultaría inválida. Se trataría 
de una autorización del tipo de consentimiento, como parece 
desprenderse del c. 587 § 2 8 4 . 
2- Pero no es una simple autorización. Sabemos ya que el acto 
realizado con autorización, una vez ejecutado es perfecto y plenamente 
eficaz. No es así en el caso que estamos tratando, ya que realizado el 
acto, hechas las modificaciones para las cuales se ha solicitado la 
autorización, no alcanzan su eficacia jurídica hasta que no hayan sido 
aprobadas nuevamente por la autoridad competente. Es así como se 
realiza, de una manera sucesiva, un segundo control. 
En el c. 595 § 1, respecto a este segundo control que hace la auto-
ridad, encontramos un término que puede ser causa de una confusión, 
84. C. 587 § 2: «Codex huiusmodi a competenti auctoritate Ecclesiae approbatur et 
tantummodo cum eiusdem consensu mu tari potest». 
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por no emplearse una terminología adecuada. En efecto, se establece ahí 
que Episcopi sedis principis est constitutiones approbare et immutationes 
in eos legitime introductas confirmare... De ahí parece deducirse que las 
modificaciones introducidas son confirmadas y no aprobadas. 
Aunque tanto la confirmación como la aprobación son actos 
sucesivos a través de los cuales se manifiesta la actividad de control, a 
nosotros nos parece que propiamente se trata de una aprobación 
administrativa. Excluimos que sea una confirmación porque no se 
trata de una convalidación, sanación de un acto realizado invá-
lidamente; ni es la declaración por la que la Administración 
mantiene in variado un acto precedente ante la petición de que dejara 
de ser eficaz; ni es la corroboración de un acto que ha sido impugnado. 
Esto es lo propio de la confirmación y no encaja bien en el enunciado del 
c. 5 9 1 § 1. 
Sí que encaja dentro de la descripción de la aprobación que hemos 
hecho al inicio de este apartado: una revisión minuciosa sobre la legiti-
midad y oportunidad de esas reformas que se plantean, y que a través de 
la aprobación adquieren eficacia jurídica. 
En resumen, podemos concluir que la aprobación de estatutos, 
constituciones, o reglamentos es un verdadero acto de control 
administrativo. En cambio, cuando lo que se pretende es modificarlos, 
revisarlos o simplemente adaptarlos a las nuevas situaciones (cfr. c. 242 
§ 1 in fine) se realiza un doble control, primariamente autorizativo, pero 
con la peculiaridad de que lo ejecutado no adquiere eficacia jurídica hasta 
que no sea sometido a un segundo control, el aprobatorio. 
e) Aprobación de leyes 
Es una aprobación administrativa -como las que acabamos de 
exponer-, a la que por su especial trascendencia para la vida jurídica 
queremos dar un tratamiento algo más específico. 
En el c. 338 § 1 aparece la voz aprobación, cuando se afirma que 
únicamente el Romano Pontífice puede convocar el Concilio Ecuménico, 
él lo preside personalmente o por medio de otros, y a él le compete 
trasladarlo a otro lugar, suspenderlo, disolverlo y aprobar sus 
decretos. 
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Este acto último es una auténtica aprobación, manifestación de un 
control administrativo desempeñado por el Papa, garante en último 
término de la unidad de la Iglesia, del interés general y del bien público 
eclesiástico. A él le compete verificar si los decretos elaborados por el 
Concilio Ecuménico están en consonancia con el Magisterio, doctrina y 
praxis de la Iglesia católica. 
Una vez elaborados los decretos por el Concilio Ecuménico, se 
someten a control que se ejercita mediante la aprobación del Romano 
Pontífice, gracias a la cual esos decretos despliegan su eficacia jurídica. 
Será, únicamente, una aprobación administrativa si el Papa aprueba 
esos decretos tal cual le son presentados. No cabe, en este caso, la 
aprobación condicionada o la introducción de modificaciones, como lo 
veíamos al considerar las aprobaciones de estatutos, constituciones y 
reglamentos. No cabe esa posibilidad, ya que si se diera -y es posible 
que pueda suceder- el Romano Pontífice actuaría como Legislador de la 
Iglesia, innovando el ordenamiento canónico. Indudablemente así se 
ejercitaría una actividad de control, pero estaríamos muy lejos de las 
aprobaciones administrativas, ya que no sería la autoridad ejecutiva la 
que desarrollaría tal actividad. 
B. La «recognitio» 
Este término hace referencia a diversas realidades, ya que «no puede 
decirse que las distintas formas del verbo recognoscere hayan sido 
utilizadas por el Código con una sola significación»85. 
Los cánones en los que aparecen estas diversas formas del verbo 
recognoscere los hemos dividido en tres grupos, atendiendo a las 
cuestiones a las que hacen referencia: 1) decretos generales; 
2) ordenación de la Sagrada Liturgia y Sacramentos; y 3) estatutos. 
A estos temas aludiremos brevemente a continuación, tratando de 
delimitar el sentido y alcance de la recognitio. Debemos tener presente, 
además, que la doctrina está muy dividida en torno a esta cuestión, 
85. D E DIEGO-LORA, C , Competencia normativa de las Conferencias Episcopales: 
primer decreto general en España, en Ins Canonicum XXIV (1984), p. 551. 
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con lo que la valoración no resultará fácil ni, mucho menos, 
compartida. 
1. Decretos generales 
No pretendemos entrar en la polémica y debatida cuestión de la 
potestad de que gozan las Conferencias Episcopales, sino solamente 
estudiar la forma de control administrativo que se realiza sobre los 
decretos generales dados por la Conferencia Episcopal. 
El c. 455 establece en el § 1 que la Conferencia Episcopal puede dar 
decretos generales cuando lo prescriba el derecho común o haya un 
mandato especial de la Santa Sede otorgado moto proprio o a petición de 
la misma Conferencia. Para la validez de esos decretos -estamos ya en el 
§ 2- es necesario que se den en reunión plenaria al menos con dos tercios 
de votos y, para que obliguen deben ser legítimamente promulgados una 
vez hayan sido reconocidos por la Sede Apostólica. 
Se trata de examinar qué se quiere decir con el nisi ab Apostólica 
Sede recognita recogido en el c 455 § 2. Lo que es indudable es que se 
trata de una manifestación de la actividad de control desarrollada por 
parte de la Santa Sede. Esta actividad «sólo significa el examen y fallo 
subsiguiente de que nada relativo a la fe, costumbres, oportunidad... 
resulta digno de censura. Es uno de los tipos de reconocimiento o 
control ejercido por la Santa Sede sobre actos de una autoridad inferior, 
que de suyo no necesitarían tal intervención pontificia para ser completos 
y eficaces y que, de hecho, los Concilios particulares no necesitan hasta 
la reforma de Sixto V» 8 6 . 
La recognitio participa de algunas de las caraterísticas propias del 
instituto de la aprobación, pero ambas formas de control administrativo 
no pueden ser identificadas87. La recognitio parece ser una participación 
8 6 . MANZANARES, J., Las Conferencias Episcopales a la luz del derecho, en A A . VV., 
Las Conferencias Episcopales hoy. Actas del Simposio de Salamanca 1-3 mayo 1975, 
Salamanca 1977 , pp. 5 5 - 5 6 . 
8 7 . «La 'revisión' no es lo mismo que la 'aprobación', por más que sea condición ne-
cesaria para que las decisiones tengan fuerza jurídicamente vinculante; pero esta fuerza no 
se deriva de la revisión» (SOBANSKI, R., La teología y el estatuto jurídico de las Confe-
rencias Episcopales en el Vaticano II, en AA. VV., Naturaleza y futuro de las Conferencias 
174 FEDERICO RUIZ-UGALDE 
de la Santa Sede para crear derecho particular; pero una participación que 
se caracteriza por una cierta reserva88. 
No todos los autores interpretan la revisión de la misma forma, pero 
podemos ofrecer las siguientes características: 
a) En cuanto a su concepto significa exclusivamente la verificación 
de que las normas revisadas no contienen nada en contra de la fe, de las 
costumbres y de la oportunidad. 
b) No se trata de una verdadera aprobación, sino de una simple 
revisión. 
c) Esta revisión no es algo superfluo e inútil, sino que proporciona 
una mayor seguridad de no contener ningún aspecto erróneo o incluso 
inoportuno89. 
Pero no es de extrañar que, para hacer efectivo este reconocimiento 
se utilicen expresiones como aprobación o confirmación, como sucedió 
en la presentación del primer decreto general de la Conferencia Episcopal 
española: «El día 26 de mayo de 1984 por la Suprema autoridad de la 
Iglesia Universal este Decreto General fue aprobado o confirmado 
-probavit seu confirmavit son las expresiones que se utilizan para hacer 
efectivo el requisito nisi ab Apostólica Sede recognita exigido por el c. 
455 § 2-, según consta en el correspondiente Decreto de la Sagrada 
Congregación para los Obispos»90. 
La aprobación o confirmación son posibles resultados del examen 
previo al que se hace referencia con la recognitio, pero esos resultados 
no se siguen necesariamente de tal examen. Mediante la aprobación o 
Episcopales. Actas del Coloquio internacional de Salamanca 3-8 enero 1988, Salamanca 
1988, p. 121). 
88. «¿Qué es, sin embargo, propiamente lo que se quiere decir con la 'revisión' 
(recognitio, recognoscere) por la sede apostólica? Se trata aquí sin duda de una parti-
cipación de la Santa Sede en la creación de derecho particular. Pero esta participación esta 
caracterizada por una cierta reserva. Sujeto de la decisión al respecto es sólo la conferencia 
episcopal. La Santa Sede no se apropia de la decisión, sino únicamente examina si se ajusta 
a derecho (aunque también examina su oportunidad), declara que no existen reservas frente a 
la decisión de una conferencia episcopal; en caso contrarío, la decisión no podría entrar en 
vigor a no ser que fuese corregida de acuerdo con las advertencias» (KRÁMER, P., Las 
Conferencias Episcopales y la Santa Sede, en Naturaleza y futuro..., cit., p. 172). 
89. Cfr. MANZANARES, J., Liturgia y descentralización en el Concilio Vaticano II, 
Roma 1970, pp. 135-138. 
90. D E DIEGO-LORA, C , Competencias..., cit., p. 527. 
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confirmación se da mayor firmeza y autoridad a las decisiones que se 
han tomado, y que la competente autoridad ha reconocido91. 
El reconocimiento de esos actos es un presupuesto que afecta no 
sólo a la licitud, sino también a la validez 9 2. La recognitio se puede 
interpretar también como una conditio iuris, una condición impuesta por 
la autoridad, de tal manera que, aunque no sea un elemento constitutivo 
esencial al acto, cuando falta, el acto es nulo por haber sido realizado sin 
las sollemnia et requisita iure ad validitatem actus imposita, como se 
recoge en ele . 124. 
No hay duda, por lo tanto, de que la recognitio que efectúa la Santa 
Sede sobre los decretos generales emanados por una Conferencia 
Episcopal, es un verdadero control administrativo, sucesivo pues el acto 
ha sido ya formado cuando se revisa, y emparentado con la aprobación, 
aunque distinto de ella. 
2. Ordenación de la Sagrada Liturgia y Sacramentos 
Como se indica en los §§ 1 y 2 del c. 838 la ordenación de la 
Sagrada liturgia depende de la Sede Apostólica, y según la norma del 
derecho, del Obispo diocesano. La Sede Apostólica ordena la Sagrada 
liturgia de la Iglesia universal, edita los libros litúrgicos y revisa sus 
traducciones vernáculas, y vigila para que las normas litúrgicas se 
cumplan fielmente en todas partes. 
Las Conferencias Episcopales -leemos en el c. 838 § 3- prepara las 
traducciones de los libros litúrgicos a las lenguas vernáculas y los edita 
praevia recognitione Sanctae Sedis. 
Los Sacramentos son también competencia exclusiva de la Santa 
Sede. El c. 1120 establece que la Conferencia Episcopal, con el re-
conocimiento de la Santa Sede, puede elaborar un rito propio del 
9 1 . «En este caso, la 'recognitio' queda enriquecida con una nueva figura jurídica, la 
'confirmatio', destinada a dar mayor firmeza y autoridad a las decisiones tomadas» 
(MANZANARES, J., Liturgia..., cit., p. 138). 
92. «Tale recognitio non trasforma in atti pontifici le deliberazioni della conferenza 
-la quale resterebbe cosi priva di poteri legislativi ma avrebbe quel semplice diritto di 
proposta che pure le viene riconosciuto in non poche materie di competenza della S. Sede-
ma è un presupposto per la liceità e la validità della loro promulgazione» (FELICIANI, G., Le 
Conferenze Episcopali, Bologna 1970, p. 541). 
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matrimonio, congruente con los usos de los lugares y pueblos, pero 
quedando firme la ley por la que quien asiste al matrimonio, estando 
presente debe pedir y recibir la manifestación del consentimiento de los 
contrayentes. 
Este tipo de reconocimiento es muy distinto al que hemos descrito 
anteriormente. Su falta no conduce a la invalidez, pero sí se produce una 
ilicitud muy grave. La Santa Sede se sirve de esta revisión para velar por 
la doctrina de la Iglesia, tanto si se trata de revisar un rito propio del 
matrimonio, como si es la revisión de una tradución de un libro litúrgico, 
ya que «la liturgia está unida tan íntimamente con los principios de la 
doctrina de la Iglesia, que es muy difícil separar la autoridad del 
Magisterio de las responsabilidades que tiene la Jerarquía de la Iglesia en 
la ordenación de la actividad litúrgica: lex orandi, lex credendi»93. 
3. Estatutos 
El c. 299 § 3, literalmente dice: Nulla christifidelium consociatio 
privata in Ecclesia agnoscitur, nisi eius statuta ab auctoritate competenti 
recognoscantur. 
En este canon observamos cómo no se identifica la aprobación con 
la recognitio. Se admite en la Iglesia a una asociación privada cuando sus 
estatutos han sido revisados. En cambio, para que esa asociación goce 
de personalidad jurídica se requiere la aprobación de esos estatutos como 
se indica en el c. 322 § 2. 
Parece desprenderse de aquí que, siendo la recognitio un verdadero 
instituto de control ejercitado por la autoridad administrativa competente, 
es un control algo más débil que el que acaece por vía de aprobación. 
De todas formas no por ello deja de ser una manifestación de la 
actividad de control, y el sentido en el que se emplea aquí coincide con el 
que vimos al estudiar los decretos generales. 
Lo que pretende la autoridad, mediante esta revisión, es comprobar 
la adecuación de esos estatutos a la doctrina de la Iglesia y a las 
prescripciones del derecho común y particular. Pero no se limita a decir 
93 . TEJERO, E., Comentario al canon 838, en Código..., cit., p. 523. 
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si hay conformidad o no, sino que puede exigir, cuando sea el caso, que 
se introduzcan las enmiendas necesarias94. 
En definitiva, podemos decir que la recognitio es un verdadero 
control, cuya ausencia afecta tanto a la licitud como a la validez -salvo en 
el caso de libros litúrgicos e introducción de un nuevo rito para la 
celebración del matrimonio- y que, aunque está emparentada con la 
aprobación, no se identifica con ella. Queda por determinar, y esto exige 
un estudio mucho más detenido y profundo, que no vamos a aborar 
aquí, la naturaleza precisa de este instituto de control administrativo. 
C. La confirmación 
En primer lugar hay que distinguir la confirmación entendida como 
la convalidación o sanación de un acto, y la confirmación como un acto 
administrativo de los denominados de control. A la primera se le llama 
confirmado informa speciali seu ex certa scientia y la segunda recibe el 
nombre de confirmado simplex seu infoma communi. La confirmación 
en forma especial es la sanación de un acto nulo por la que se procede a 
la «eliminación de algunos obstáculos que lo hacían inválido o ineficaz, 
pero en ningún modo inexistente: estamos dentro de la terapia médica del 
acto administrativo; terapia no preventiva sino sucesiva»95. De donde se 
excluye que pueda ser un acto de control96. 
94. «Se trata, por tanto, de comprobar la conformidad de los estatutos con la doctrina 
de la Iglesia y con las prescripciones del derecho común y particular, exigiendo en su caso 
que se introduzcan las enmiendas necesarias; sin que por esto pase a ser la autoridad fuente 
de producción de los estatutos, que conservan su carácter estrictamente privado, fruto de la 
voluntad de quienes desean asociarse. Para mejorar el contenido de los estatutos, puede la 
autoridad sugerir otras modificaciones que considere útiles, pero su aceptación dependerá 
exclusivamente de quienes libremente quieren asociarse. Si la autoridad se negase a dar su 
parecer favorable, cabe siempre a los interesados el recurso según el cauce establecido, 
puesto que, en caso contrario, quedaría privado de tutela y vacío de contenido el derecho de 
que gozan todos los fieles de constituir libremente asociaciones» (GUTIÉRREZ, J.L., 
Comentario al c. 299, en Código..., cit., pp. 230-231). 
95. GOMEZ-IGLESIAS, V., Naturaleza y origen de la confirmación «ex certa scientia», 
en «Ius Canonicum» X X V (1985), p. 96. 
96. La confirmatio in forma speciali seu ex certa scientia «es un instrumento de 
sanación del acto nulo, que además, viene a ser apropiado por la autoridad confirmante y 
ello hace que se excluya la naturaleza controladora de este tipo de confirmatio» (LÓPEZ 
ALARCON, M., Jerarquía..., cit., p. 285). 
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La confirmación ex certa scientia se puede reconocer «a) cuando se 
produce o inserta todo el tenor del acto, disposición o instrumento 
confirmado; b) porque expresamente se dice 'ex certa scientia' o con 
cláusulas o palabras equivalentes; c) cuando conste por otros medios, 
que el Papa ha tenido conocimiento pleno del acto; y d) porque se da una 
nueva confirmación, al mismo acto y por el mismo autor» 9 7. Sin 
embargo, en esos casos, es evidente que no nos encontramos frente a un 
acto de control aunque la confirmación se produzca por un acto 
administrativo. En efecto, en unos supuestos la autoridad hace suyo el 
acto que confirma, y en otros -si los confirma la misma autoridad que 
emanó el acto- nos encontramos más bien ante una forma de autocontrol 
que escapa al concepto técnico de control que hemos expuesto. 
Por confirmación como acto de control debe entenderse, por tanto, 
aquella que se realiza en forma común, que opera sobre un acto ya 
válido; y «es doctrina común que esta especie de confirmación no atiende 
a la legitimidad ni a la eficacia del acto sujeto a ella, que es propio de la 
aprobación, sino que lo corrobora, lo hace firme, es decir, irrevocable y 
definitivo, preservándolo de posibles ataques dañosos de los particulares 
y del propio autor del acto confirmado98. 
1. Diferencias entre aprobación y confirmación 
Aunque ambas operan en un momento sucesivo a la realización del 
acto, no son sinónimos ni figuras jurídicas más o menos paralelas o 
asimilables. Con la aprobación el acto controlado adquiere la eficacia 
jurídica de la que antes carecía; mientras que con la confirmación se 
potencia y se da mayor seguridad al acto sometido a control99. 
Esta distinción aparece claramente en el Código. Por ejemplo en el 
c. 341 § 1 se dice que las deliberaciones del Concilio Ecuménico no 
tienen fuerza obligatoria si, aprobadas por el Romano Pontífice 
9 7 . GOMEZ-lGLESIAS, V., Naturaleza y origen cit., p. 115. 
9 8 . LÓPEZ ALARCON, M. , Jerarquía..., cit., p. 285. 
9 9 . «Con la aprobación se permite la eficacia del acto controlado, con la confir-
mación se potencia» (¡bidem, p. 285). 
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conjuntamente con los Padres conciliares, no han sido confirmadas por 
el mismo Papa y promulgadas por su mandato. 
2. Las confirmaciones en el Código 
En el Código actual se utiliza el término Confirmación para referirse 
a las confirmaciones por parte del Romano Pontífice; a las con-
firmaciones de la elección de un oficio eclesiástico; y otros actos que 
tienen necesidad de una confirmación expresa. Esto no quiere decir que 
sean las únicas vías que se otorgan a la confirmación. La autoridad podrá 
confirmar también aquellos actos sobre los que se ha solicitado una 
revisión. Ahora nos vamos a limitar a los casos en los que, 
explícitamente, aparece la voz confirmación en el Código. 
a) Confirmación pontificia 
Además del c. 341 § 1, al que nos hemos referido hace poco, 
también requieren la confirmación del Romano Pontífice los decretos 
dados por el Colegio Episcopal, para que tengan fuerza obligatoria, 
como se establece en el c. 341 § 2. 
Aunque se trate de la confirmación de la elección de un oficio, 
podemos incluir aquí el c. 377 § 1, por el que el Papa nombra libremente 
a los Obispos o confirma a los que, legítimamente, hayan sido 
elegidos. 
b) Confirmación de la elección de un oficio eclesiástico 
En algunos supuestos está previsto que la provisión de un oficio 
eclesiástico se haga por el procedimiento de elección. La regulación de 
este modo de proceder a la provisión de un oficio está recogida en los ce. 
164-179. 
Sin entrar a describir el mecanismo de la elección, nos basta con 
saber que, en algunos casos, esa elección requiere la confirmación por 
parte de la autoridad competente. 
El elegido, dentro del plazo de ocho días útiles desde su aceptación, 
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debe solicitar personalmente o por medio de otro, dicha confirmación, ya 
que si no quedaría privado de ese oficio (c. 179 § 1). Una vez solicitada 
la confirmación, la autoridad competente estudiará la idoneidad del 
elegido (c. 179 § 2), y si resulta idóneo procederá a confirmarlo; y dará 
la confirmación por escrito (c. 179 § 3). A partir del momento de la 
notificación de la confirmación el elegido será titular del oficio con pleno 
derecho (c. 179 § 5), ya que antes no le era lícito inmiscuirse en la 
administración del oficio, y los actos que pudiera realizar eran nulos (c. 
179 § 4). 
c) Actos que requieren confirmación expresa 
Los casos en los que el Código ha previsto la confirmación expresa 
son los siguientes: 
- El Obispo confirma la elección del presidente del Capítulo 
elegido por los capitulares (c. 509). 
- El Obispo confirma la elección del rector de una iglesia cuando a 
ésta tiene derecho de elección o presentación (c. 557 § 1). También 
confirma la elección del capellán que se recoge en el c. 565. 
- Los Superiores elegidos según lo dispuesto en las Constitucio-
nes, necesitan la confirmación del Superior mayor competente (c. 625 
§ 3) . 
- El indulto para dejar un instituto de derecho diocesano, con-
cedido por el Superior general a un religioso durante la profesión 
temporal, necesita la confirmación del Obispo de la casa a la que está 
asignado ese religioso (c. 688 § 2). 
- El decreto de expulsión de un religioso de su instituto no tiene 
vigor hasta que sea confirmado por la Santa Sede (c. 700). 
- Al quedar vacante la Sede, los Vicarios judiciales no cesan en su 
cargo, ni pueden ser removidos por el Administrador diocesano; pero al 
tomar posesión el nuevo Obispo, necesitan ser confirmados por él (c. 
1420 § 5). 
- También está prevista la confirmación cuando se trata de la 
elección de un presidente de una asociación pública (c. 317 § 1); y la 
elección del consejero espiritual de una asociación privada. 
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CONCLUSIONES 
A. Controles preventivos 
1. El término licencia en el Derecho canónico abarca diferentes 
significados, y no todos ellos se ajustan al concepto de control admi-
nistrativo. Son tres los conceptos que engloba el término licencia: la idea 
de permiso, la licencia en sentido de autorización y la licencia entendida 
como concesión. De todos ellos el que se ciñe mejor a la idea de control 
es la licencia en el sentido de autorización (enajenación de bienes 
eclesiásticos). La licencia como concesión no es, en modo alguno, una 
forma de control, ya que más que limitar la actuación del sujeto, le 
aumenta su esfera de atribuciones. La licencia como permiso, se puede 
considerar una manera de ejercer el control, aunque débil, ya que de su 
incumplimiento, muchas veces, no se sigue ninguna consecuencia jurí-
dica: produce una situación de ilicitud moral y, si la autoridad lo estima 
oportuno, puede dar lugar a una medida disciplinar. 
2. La facultad para oír válidamente confesiones es una forma de 
control del tipo de las autorizaciones, pues remueve un obstáculo que la 
autoridad ha puesto para el libre ejercicio de un poder ya recibido en el 
Sacramento del orden. Es facultad en sentido impropio, ya que propia-
mente hablando las facultades otorgan al sujeto un derecho o un poder 
nuevo del que antes carecían. 
3. Cabe decir lo mismo respecto a las facultades necesarias para la 
predicación de presbíteros y diáconos. La predicación de los laicos -aquí 
hay que precisar muy bien qué se entiende por predicación- es, en cam-
bio, una verdadera facultad, una concesión de la competente autoridad 
que otorga al laico una función que no le corresponde. 
4. La venia se utiliza con propiedad solamente en un canon, y 
concede al Superior mayor la posibilidad de adelantar, 15 días a lo 
sumo, la primera profesión. Solamente se puede considerar un control 
administrativo, del tipo de las autorizaciones, la venia que, facultado por 
el Derecho, otorga el Superior mayor de un Instituto religioso al 
Superior del noviciado, para que éste realice la dispensa. 
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5. El consentimiento que se exige para la realización de determi-
nados actos es un auténtico control administrativo, que autoriza la ejecu-
ción del acto. El acto que se realiza sin consentimiento cuando éste venga 
exigido, es nulo por faltarle las debidas solemnidades. Este consen-
timiento puede darlo una autoridad no ejecutiva -colegio de consultores, 
consejo para asuntos económicos...-, pero no por eso deja de ser un 
control administrativo, ya que el Derecho ha facultado a tales órganos 
para llevar a cabo esa función. 
6. Junto al consentimiento entendido como autorización, existen 
otros significados del término consentimiento que no designan controles 
administrativos: consentimiento de padres o tutores, consentimiento 
matrimonial, etc. 
7. Los informes constituyen una figura peculiar en el Derecho 
canónico. A veces vienen exigidos para la validez del acto que se 
pretende ejecutar, pero se deja que quien solicita el informe decida si se 
sujeta o no a las disposiciones del informe, valorando la oportunidad o 
por existir una causa justa que le induzca a obrar en sentido contrario o 
sin ajustarse plenamene a lo que se indica en el informe. Se puede afir-
mar que no existe propiamente un control administrativo por esta vía. 
Únicamente es operativa la posibilidad de control por vía contencioso-
administrativa: recurrir judicialmente para juzgar si ha existido una causa 
justa para desoír el informe, o si realmente no se daban las condiciones 
de oportunidad. 
B. Controles sucesivos: 
1. El término aprobación adquiere, en Derecho canónico, varios 
significados. Solamente se puede hablar de aprobación administrativa, 
como un tipo concreto de control, cuando se hace referencia a las 
aprobaciones de leyes -siempre que no se modifiquen las leyes, pues 
entonces asistiríamos a un acto de la potestad legislativa-, de estatutos, 
reglamentos y constituciones. 
2. El control es doble cuando lo que se pretende es modificar o 
reformar un estatuto, reglamento o constitución que ya ha sido aproba-
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do. El primer control es previo y consiste en la autorización para modifi-
car o reformar. Esta autorización es muy peculiar, porque al realizar el 
acto autorizado, dicho acto no adquiere eficacia jurídica hasta que es 
sometido al segundo control: el aprobatorio. 
3. La recognitio es también un control sucesivo a la emanación del 
acto, con una naturaleza propia y distinta de otros actos de control. 
Como otros controles que hemos venido estudiando, no es un concepto 
claro y con un significado unívoco. La ausencia de la recognitio como 
acto de control administrativo afecta tanto a la licitud como a la validez, y 
aunque está emparentada con la aprobación no se identifica con ella. 
4. La confirmación, como control administrativo, no es la sanación 
de un acto nulo o viciado, sino la corroboración de un acto por parte de 
una autoridad administrativa por la cual se hace irrevocable y definitivo. 
Este tipo de control está recogido en el Código en diferentes supuestos, 
y en algunos casos viene exigido para evitar posibles actuaciones 
arbitrarias o inconvenientes de autoridades inferiores. 
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